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Introducción 



El «Sistema» de Seguridad Social, como cualquier otro «Sistema» interactúa dinámicamente con su entorno. «Los sistemas están estructuralmente orientados al entorno y, sin él, no podrían existir. Por tanto, no se trata de un contacto ocasional ni tampoco de una mera adaptación. Los sistemas se constituyen y se mantienen mediante la creación y la conservación de la diferencia con el entorno, y utilizan sus límites para regular dicha diferencia. Sin diferencia con respecto al entorno no habría autorreferencia, ya que la diferencia es la premisa para la función de todas las operaciones autorreferenciales. En este sentido, la conservación de los límites (boundary maintenance) es la conservación del sistema» (LUHMANN, N., 1991, pág. 39). El Sistema de Seguridad Social se levanta por sus propios pilares y se constituye como distinto del medio circundante (entorno) por medio de su propia dinámica de tal manera que ambos son inseparables. Pero es obvio que los sistemas (y el de Seguridad Social no constituye una excepción) no pueden operar sin un entorno en el marco de una permanente combinación de estímulos (entorno) y procesamiento autoestructurado de la información y exigencias por el propio Sistema público, que determina sus respuestas por medio de su propio modo de operación, estableciendo los contactos con el entorno —influyendo en él, regulativamente, de modo determinante— a través de distintos procedimientos y niveles de realidad operacional, dando respuesta en la dimensión del sentido estimado como necesario y útil. El Sistema público es imprescindible igualmente respecto del entorno constituido por el sistema social y su desarrollo dinámico. El mundo social (el mundo del sentido) es un mundo donde existen realidades emergentes (que comienzan a tomar consistencia propia con la evolución, sincrónica y diacrónica), sinergias que en muchos casos escapan a la planeación y regulación consciente de la actividad constructora del hombre y de las instituciones sociales. Esto es también lo que vemos que está ocurriendo con nuestra realidad cambiante y la expansión del sistema de necesidades y de riesgos sociales. A menudo las reformas se habían realizado sin un plan previo definido, aunque siguiendo un orden peculiar (universalización/asistencialización, contención del gasto, etcétera), hasta que las transformaciones sociales se han podido —y querido— llevar a cabo de modo más racional y ordenado; más planificado. Esto es lo que supuso el Pacto de Toledo (1995), su Renovación (2003) y sus sucesivos Acuerdos de desarrollo reflejo de la concertación social y política (2001; 2006), que supusieron una programación consensuada de las medidas de racionalización del Sistema de Seguridad Social (MONEREO PÉREZ, J. L., 2001, págs. 11 y ss.) y su eje el sistema de pensiones, hasta llegar a la Ley 40/2007 aquí estudiada. Esta Ley normativiza en lo principal opciones de política de reforma social previamente establecidas en el Acuerdo de 2006. Sus medidas, dentro de lo posible, han sido racionalmente calculadas en una operación políticoorganizativa de gran complejidad en la que el resultado será, como ocurre casi siempre, una mezcla de voluntad (decisión de política del Derecho) y de azar y de procesos evolutivos del mundo de lo social, en una sociedad funcionalmente diferenciada, donde el riesgo no puede ser procesado en la instancia institucional y jurídica como una variable única neutralizable a través de mecánicas categorías metarracionales. Más aún cuando las turbulencias parecen cuestionar seriamente los mecanismos tradicionales de protección social. Esta programación representa el esfuerzo por el cálculo racional de los riesgos y la prevención de la incertidumbre. Pretende elevar la conciencia del riesgo y adoptar medidas preventivas (reducción al mínimo) y reparadoras frente al mismo. La sociedad del riesgo cuestiona las formas tradicionales de gestión de los riesgos (sobre la sociedad del riesgo y el elemento de la incertidumbre, véase BECK, U., 1998). En la política del riesgo el valor prevalente es el de la seguridad, cuya demanda de protección se formula a través de distintas técnicas de Derecho (incluida la formulación con «derecho» a la misma protección social contra el riesgo actualizado), que instrumentan la protección en cada momento oportuno. Con ello se transforman los riesgos sociales en riesgos jurídico-políticos sujetos a una decisión del sistema para prevenirlos, eliminarlos o desactivarlos, y también para proteger su posible actualización. Se comprende, pues, la politización y juridificación creciente de los riesgos y la invención de formas jurídicas para dominar racionalmente los riesgos (las condiciones de cálculo de riesgos) y sus consecuencias sociales.

Aunque en el plano de los objetivos la legislación reformista está más centrada y organizada, la técnica de legislar continúa siendo innecesariamente desordenada, como es bien reflejo de ello la última Ley 40/2007, en su misma estructura y en el caótico régimen regulador de sus disposiciones adicionales, transitorias y finales, en las que se incluye el más variado conjunto de medidas de reforma y modificaciones de la legislación de Seguridad Social (se «aprovecha» para modificar la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género; complemento para vivienda; «Dispositivos de alerta y garajes»; modificación de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público; etcétera). Ello genera ineficiencia aplicativa y, desde luego, inseguridad jurídica. Déficit, éste, importante porque la seguridad jurídica es el principio básico de todo sistema jurídico. La seguridad jurídica es consustancial a un Estado Social de Derecho.

Pero atendiendo a esa historicidad de la Seguridad Social las nuevas necesidades emergentes imponen nuevas técnicas de protección, pues, en efecto, los modelos actuales de Seguridad Social han sido creados hace tiempo, y en lo esencial, reflejan el perfil de ciclo vital, empleo, familia, riesgos típicos de una determinada época no siempre equiparable a la del momento presente. Este hecho pone límites intrínsecos a las propias elaboraciones doctrinales de pensadores sociales como José MALUQUER Y SALVADOR y William BEVERIDGE. Es lo cierto que en la etapa histórica actual, en ese ciclo largo que caracteriza el desarrollo de la Seguridad Social, parece que se hace necesario reconstruir nuestros sistemas de protección pública para adaptarlos a los nuevos riesgos y necesidades emergentes y al tipo de sociedad que se vislumbra para las próximas décadas. En la mayoría de las personas se percibe, ahora, una fase activa del ciclo vital desestandarizada y desordenada, a diferencia de la etapa anterior bastante estandarizada, homogénea y lineal en su evolución. La inestabilidad del empleo y de las estructuras familiares tiene como resultado la gestación de biografías mucho menos lineales. También se pone en cuestión el «contrato intergeneracional» vinculado a la conformación de los ciclos vitales de las personas. La inseguridad en la existencia de los jóvenes y de los ancianos afecta a la lógica interna solidarista del sistema de Seguridad Social. Se discute ahora sobre la posible combinación (hay quien piensa incluso en términos de «sustitución») de un modelo de Seguridad Social «pasiva» a otro de Seguridad Social «activa». Se han de garantizar directamente derechos sociales de prestación (tarea primaria y constitutiva de todo sistema de Seguridad Social que garantice un «ideal de cobertura» abierto a la protección de las nuevas necesidades sociales emergentes) y se debe, de modo adicional, favorecer el empleo y la inserción profesional (activando ciertas prestaciones sociales, la cual puede incluir un cierto ámbito de contrapartidas «contractuales» que remite a la responsabilidad individual del sujeto protegido; pero esas contrapartidas no pueden alcanzar a la plena o total contractualización de las prestaciones sociales en cuestión, pues de lo contrario los derechos sociales dejarían de serlo y se convertirían en simples derechos condicionados por la imposición de deberes del sujeto a ellos anudados; admitir esa contractualización-condicionalidad absoluta sería admitir una contradicción en los términos en el núcleo de la idea misma del «derecho social de prestación» como derecho de desmercantilización objeto de garantía legal). Todo ello pivota sobre un determinado modo de entender la instauración de un «Estado social activo», no tanto por la vía del fortalecimiento de la condicionalidad de los dispositivos vigentes —el workfare state—, sino más bien por la garantía de condiciones socioeconómicas para la generación de empleos dignos y de calidad («empleos decentes», en la terminología de la OIT).

Con todo, se detectan las «fisuras» del modelo ternario de organización pública de las protecciones sociales: descronologización y desbordamiento del modelo ternario con los nuevos ciclos vitales; la relevancia de la «cuarta edad» vinculada al envejecimiento de larga duración y a las situaciones de dependencia en la vejez; envejecimiento de las poblaciones que refleja el éxito de las políticas sociales, pero que plantea al mismo tiempo un reto. En una perspectiva antropológica de la Seguridad Social (inserta en la idea-fuerza de liberar al hombre de la situación de necesidad socialmente relevante), se está formando un núcleo heterogéneo de derechos sociales de prestación pública (derechos universales y derechos vinculados al trabajo profesional) que pretenden proteger efectivamente a la persona acompañándole de la cuna a la tumba, como quería William BEVERIDGE y también José MALUQUER Y SALVADOR, abarcando las situaciones de necesidad de la persona a lo largo de su existencia en los períodos de actividad e inactividad. En verdad, lo que corresponde en la coyuntura actual no estriba ya en limitar la protección con miras a un riesgo previsible o aleatorio («factor de previsibilidad» inherente a la técnica de gestión de riesgos propia del seguro social), sino atendiendo también a las situaciones de incertidumbre, poco o nada previsibles (factor de «imprevisibilidad»). Ésta ha de ser gestionada mediante una combinación sabia y prudente de carácter abierto y siempre más complejo. La incertidumbre es el elemento predominante en «sociedades de riesgo» como las actuales, y su mayor presencia ha desbaratado los instrumentos clásicos de prevención y de protección social. En la «sociedad del riesgo», el estado de emergencia —la excepción— tiende a transformarse en estado «normal».

El Estado del Bienestar —y dentro de él la Seguridad Social— se desarrolló históricamente sobre la base de un sistema asegurador en el cual las garantías sociales estaban ligadas a la introducción de seguros obligatorios que cubrían los principales riesgos de la existencia (enfermedad, desocupación, jubilación, invalidez, etcétera). Introdujo un orden de cálculo y racionalización en los riesgos de la vida humana. Actualmente se está produciendo un agotamiento gradual de ese sistema clásico. Un cambio estructural en las formas de la solidaridad. Esta sociedad aseguradora se aproximaba a la promesa de bienestar social como «sociedad providencial» del riesgo dominado (ROSANVALLON; EWALD; CASTEL). Este paradigma asegurador, sustrato técnico del Estado social, es el que se está agotando actualmente. La fuerza original de la Seguridad Social, tal como había sido formulada y puesta en práctica en países como Alemania, Francia, Italia y España, obedecía a una lógica jurídica explícita: permitía concebir de manera coherente un abanico muy amplio de problemas sociales incluyéndolos en la categoría homogénea del riesgo. Incluso la vejez (a pesar de su carácter aleatorio) era concebida como un riesgo social, desde el momento en que se la aprehendía a partir de la pérdida de ingresos que ocasionaba. Esta categoría unificadora del riesgo perdió mucho de su adecuación a las inseguridades de la existencia. En verdad, lo social ya no puede aprehenderse únicamente en términos de riesgo, sino como una «situación de necesidad», que a menudo no es fácilmente previsible. Es dudoso que la dependencia (nueva dimensión de «lo social») pueda ser concebida como un riesgo (al menos en sentido clásico): ni discapacidad, ni enfermedad, la dependencia (salvo casos singulares) no es un fenómeno aleatorio; lo mismo cabe decir respecto a la exclusión social. Los antiguos instrumentos de «gestión de lo social» (el seguro lo es) están al mismo tiempo desfasados para la cobertura de muchas situaciones objetivas de necesidad. Los países con modelos bismarckianos tienden a vencerse hacia fórmulas universalistas fundadas en la ciudadanía. Las nuevas políticas de Seguridad Social se inclinan ahora hacia la valoración de la ciudadanía social en sus distintas formas. Esta evolución tiene una consecuencia insoslayable: el deslizamiento progresivo hacia el impuesto de una parte de la financiación del Estado del Bienestar. La tendencia a sustituir la figura del asegurado social por la del contribuyente supone en sí una ruptura de los «modelos corporativos» (en gran medida profesionalistas) de Seguridad Social. Emergiendo una nueva fase del proceso de asistencialización (bien como Seguridad Social Asistencial, o bien como Asistencia Social «externa» al sistema institucional de la Seguridad Social), a la par que la apertura mayor hacia la iniciativa privada en el campo de la protección social (MONEREO, J. L., 2001, págs. 11 y ss.; APARICIO, J., 2002, págs. 19 y ss.). Ello supone un incremento de papel del régimen de capitalización dentro del sistema global de pensiones (en sus segmentos público y privado). Lo cual se inserta en una idea-fuerza subyacente, y en gran medida explicitada, de una valoración positiva de la «utilidad complementaria de los sistemas de capitalización». Se parte, en efecto, de la idea de que el recurso a las pensiones privadas, basadas en la capitalización, a través de regímenes profesionales o individuales, también puede ser un instrumento válido para aliviar la presión sobre las finanzas públicas. Los Estados deben garantizar a través de marcos reguladores adecuados que los sistemas privados de pensiones puedan seguir abonando a sus beneficiarios con la mayor eficacia y accesibilidad, las pensiones que les correspondencia  (1) .

Es de realzar, por otra parte, el creciente proceso de individualización de lo social. En el campo social se transita de las poblaciones (relativamente homogéneas) a las situaciones y biografías particulares. El sistema de Seguridad Social (y, en general, el Estado del Bienestar) estaba bien organizado, en la perspectiva institucional y funcional, para abordar los problemas de las poblaciones relativamente homogéneas, de grupos, colectivos de personas o clases. En el momento presente, tiene que adaptarse para proteger a los individuos que se hallan en situaciones de necesidad cada vez más singularizadas. Es el caso, paradigmático de nuevo, de las situaciones de exclusión social y de las situaciones de dependencia en la vejez. La exclusión supone un déficit en el proceso de integración social en el sistema del bienestar. Supone una ciudadanía social «debilitada», que evidencia la dificultad de acceso de las personas a los recursos básicos, y una reducida protección respecto al mercado. La exclusión social, la vulnerabilidad, puede aparecer en cualquier etapa y ciclo vital (por ejemplo, hay ciclos de vida de mayor vulnerabilidad y de menor vulnerabilidad).

Los cambios estructurales en la sociedad del riesgo y de la incertidumbre parecen ser irreversibles, de manera que será preciso afrontar la economía política de la inseguridad estructural, con riesgos o eventos imprevisibles o difíciles de prever y de carácter heterogéneo que exigen una respuesta protectora diferenciada y, en muchos casos, individualizadora para los sujetos en situación de necesidad. Por ello es necesario imaginar nuevas formas complementarias o sustitutivas —según los casos— de cohesión y de protección social. Esa adaptación es fundamental precisamente como condición para una protección eficaz de las personas. En una perspectiva antropológica de la Seguridad Social (liberar al hombre de la necesidad y garantizarle una vida digna) deberá caminarse hacia un nuevo estatuto jurídico-protector de las personas. Es decir: será preciso seguir caminando en una nueva ordenación del ciclo vital por la Seguridad Social (Seguridad Social clásica versus Seguridad Social nueva o renovada), con una redefinición de los derechos de «ciudadanía social» de las personas a lo largo de todo el ciclo vital, cambiante y flexible. Es éste el único modo de continuar aspirando a una protección pública eficiente de las personas «desde la cuna a la tumba». Es preciso redefinir el «paradigma Beveridge» en una sociedad en transformación. Pero habrá que conjugar nuevas medidas de previsión social (que gira ahora sobre la noción de riesgo social) y de asistencia social (que gira, a su vez, sobre la noción de «situación objetiva de necesidad»), y hacerlo «dentro» y «fuera» del sistema institucional de la Seguridad Social. Las nuevas exigencias de solidaridad social dan un nuevo fundamento político-jurídico a la intervención del Estado, ampliando y dando nuevas formas al «patrimonio social común», combinando las técnicas aseguradoras y de ayuda. Los ciclos vitales han de ser tratados desde una perspectiva más integral y comprensiva de medidas (en el tiempo y en los contenidos); y en todo caso menos lineal. Por lo demás, deben articularse las políticas y medidas de Seguridad Social con las políticas y medidas de Política de Empleo. No solo para «activar» las primeras, sino también para afrontar el hecho fundamental de que una «política de pleno empleo» (en términos razonables) es indispensable para el éxito de las políticas de Seguridad Social. Ahí están los grandes dilemas actuales (que solo BEVERIDGE o MALUQUER pudieron intuir, pero sirviendo a las exigencias de su tiempo y, además, aportando un ideario y un método funcional útil para los procesos de adaptación) para la política y el sistema de Seguridad Social en un enfoque de ciclo vital para el trabajo y la protección social pública. Y en verdad todavía queda mucho por hacer.

En realidad subyacen al Acuerdo sobre medidas en materia de Seguridad Social (suscrito por el Gobierno y los agentes sociales más representativos el 13 de julio de 2006) y a la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de medidas en materia de Seguridad Social, las transformaciones de carácter social y demográfico como hecho relevante que determina la necesidad de abordar las reformas que se pretenden implantar. Se trata de la evolución que está experimentando la sociedad española en el contexto de la Unión Europea, marcada por el progresivo envejecimiento de la población, la incorporación creciente de las mujeres al mercado de trabajo y fenómeno de la inmigración, así como la aparición de nuevas realidades y demandas sociales. En este sentido la reforma acometida es coherente con los ámbitos preferentes de intervención que, dentro de la Unión Europea y del método abierto de coordinación (MAC), están orientando las reformas adoptadas en otros países de nuestro entorno; a saber: la adecuación de las pensiones a las variables demográficas; la sostenibilidad económico-financiera del sistema de pensiones (en relación a otras ramas de la protección social pública) y su modernización en respuesta justamente a las necesidades cambiantes de la economía, el mercado de trabajo, la sociedad, las personas y las familias. Ese enfoque de «escala europea» es el que se ha inscrito, en lo esencial, en el largo proceso de reforma continuo y progresivo de adaptación y redefinición de nuestro Sistema de Seguridad Social, especialmente desde la aprobación del llamado Pacto de Toledo, suscrito en abril de 1995, , en general, de la reforma pactada de la Seguridad Social (sobre ese trasfondo sociodemográfico y cultural subyacente a la última fase del proceso reformista de la Seguridad Social había llamado la atención el Dictamen del CES «Sobre el Anteproyecto de Ley de Medidas en materia de Seguridad Social», aprobado en Sesión ordinaria del Pleno de 24 de enero de 2007, Madrid, CES-Dictamen 1/2007).





	 (1) 

	Véase Comunicación de la Comisión de 11 de octubre de 2000, «Evolución futura de la protección social desde una perspectiva a largo plazo: Pensiones seguras y viables» (COM 200, 622 final); Comunicación de la Comisión de 3 de julio de 2001, «Apoyo a las estrategias nacionales para garantizar pensiones seguras y viables mediante un planteamiento integrado» (COM 2001, 362, final). Cfr. VV.AA., 2003, págs. 82-83. Sobre esa opción de Política del Derecho Social, puede consultarse MONEREO, J. L., 1996, passim.
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El marco de referencia: las nuevas necesidades y técnicas emergentes. De la Seguridad Social «pasiva» a la «activa» 



Es un lugar común constatar como hecho jurídico-político la redefinición del Modelo de Seguridad Social en un marco de referencia representado por la crisis del Estado del Bienestar y de los modelos de gestión de los riesgos y las nuevas situaciones de necesidad (las ya presentes y las emergentes). El punto de partida es, desde luego, que los modelos actuales de bienestar social se crearon hace varias décadas, y en lo principal no hacen sino reflejar los rasgos históricos de la situación del empleo, familia y riesgos típicos de la época en cuestión y su desarrollo diacrónico. Las nuevas situaciones de necesidad relevantes (especialmente por su generalización, malestar y conflictividad social) han supuesto ampliaciones e innovaciones de las técnicas de acción protectora de la Seguridad Social. Se ha producido, pues, una expansión del ámbito objetivo de la acción protectora del Sistema público, con independencia de que se haya reflejado o no en el art. 38 de la LGSS («Acción protectora del sistema de la Seguridad Social»)  (1) . Ello supone, ahora como antes, la necesidad de reconstrucción de los actuales sistemas de bienestar —y dentro de ellos los subsistemas de Seguridad Social— para adaptarlos funcional y teleológicamente al tipo de riesgos y situaciones de necesidad emergentes en la actual coyuntura, pero sin olvidar enmarcarlos en el modelo de sociedad que queremos y es posible construir en las próximas décadas. Son, pues, necesarias las reformas de adaptación al cambio estructural. Es aquí cuando conviene incidir en la idea de ciclo largo de la Seguridad Social, especialmente para no atender tan solo en el horizonte de las reformas sociales al presente, sino también en una perspectiva secuencial de medio y largo plazo. Es necesario programar y tomar en consideración la utilidad de las medidas de reforma que se van adoptando, esto es, su adecuación con las exigencias de la realidad social. Por ello es preciso adoptar un enfoque responsable y anticipador en la construcción dinámica del edificio del sistema de Seguridad Social para las generaciones venideras.

En el momento presente se ha de ir más allá de las reformas de adaptación para articular una estrategia de acción positiva encaminada a introducir ya verdaderas reformas estructurales. Esto es lo que se necesita para atender a las exigencias de protección planteadas por los nuevos riesgos y las nuevas situaciones de necesidad emergentes en las sociedades desarrolladas. Los nuevos riesgos sociales son riesgos a que la gente ahora hace frente durante el curso de sus vidas como resultado de cambios económicos y sociales asociados a la transición a una sociedad posindustrial (Véase TAYLOR-GOOBY, P., págs. 1 a 28, en particular, págs. 3-4). Son muchos los factores de base objetiva determinantes de la conformación de los nuevos riesgos y necesidades sociales, que determinarán una redefinición de los programas del bienestar; es decir, una nueva arquitectura del Estado social. Veámoslo.

1.  Cambio en el ciclo de vida de las personas

En la etapa anterior, en la llamada edad de oro de los Estados del Bienestar, la transición a la edad adulta se producía en una edad temprana y en cierta medida tenía un carácter esencialmente predecible. En ese período la edad adulta prácticamente coincidía con el primer empleo estable del hombre y con el matrimonio. Era un hecho bastante generalizado que la mayoría de las mujeres dejaban de trabajar con el primer embarazo y solo una minoría se reincorporaba después de tener un hijo. Es lo cierto que un análisis de las biografías paradigmáticas de esa época revele una muy significativa homogeneidad en la pautas que presiden la correlación entre la edad y el inicio de la carrera profesional. En términos generales para la mayor parte de las personas la fase activa del curso vital estaba acentuada-mente estandarizada y era lineal en gran medida.

— En la etapa actual, por el contrario, la transición a la edad adulta tiende a retrasarse y se prolonga al mismo tiempo. Los períodos de educación son más largos. Pero, además, llama poderosamente la atención el hecho de que esa transición tiene un carácter más desordenado en la medida en que los jóvenes (especialmente las mujeres) necesitan, antes de comenzar a formar una familia, priorizar muchos aspectos relacionados con sus vidas. La misma inestabilidad en las relaciones de pareja, unida a la inestabilidad laboral, producen biografías mucho menos lineales. Estos son elementos que han de tomarse en consideración para la elaboración de las políticas públicas de edades en conexión con las tendencias evolutivas de los mercados de trabajo.

2.  Las transformaciones de las estructuras familiares. Pluralidad de nuevas formas de familias y hogares

Las transformaciones demográficas registradas en las últimas décadas modifican profundamente las formas familiares y la estructura de los hogares. Ha aumentado la probabilidad de divorcio; es muy baja la nupcialidad; el matrimonio ya no se considera como una institución necesaria por una parte relevante de la población (jóvenes, mas también adultos y personas de edad madura); la fecundidad está siendo muy baja y los signos de recuperación no se ven contrapesados por los de baja. No obstante, entre estos varios elementos existen numerosas correspondencias en un complejo movimiento que repercute en las estructuras familiares. El peso de los diversos tipos de hogares sufre un cambio radical, en el sentido de una mayor diversificación (el hogar de la pareja casada con hijos, en otro tiempo regla, subsiste ciertamente como dominante, auque no exclusivamente: emergen nuevos tipos de hogares, anteriormente poco relevantes, que adquieren una importancia proporcional creciente), una participación del tejido demográfico (los hogares, de muy escasa dimensión, de una o dos personas, experimentan una fuerte expansión, mientras que también disminuyen considerablemente los hogares de gran tamaño), una feminización progresiva de las personas de regencia (más o menos acusada atendiendo a la conformación específica de cada país, aunque tiende a acentuarse: divorciadas sin hijos, solteros que no viven en cohabitación, mujeres de edad madura después de la pérdida de su compañero, familias monoparentales: la mujer que se convierte por lo general en «cabeza de familia» como consecuencia de la ruptura de los lazos matrimoniales) y un aislamiento creciente (en el sentido de vivir solo en un apartamento: aislamiento voluntario o inducido por las circunstancias; a los solteros que eligen vivir solos se añaden los divorciados, cada vez más numerosos, personas de edad madura y ancianos, para los cuales el aislamiento puede transformase, a veces rápidamente, en soledad y ensimismamiento; ello porque, a causa de la baja de la fecundidad, se reduce la descendencia) (Consejo de Europa, 1989, págs. 115-116).

El modelo de familia también ha cambiado, a la par que los modos de vida. En efecto, la familia estándar de la época de la posguerra va en declive y viene siendo desplazada por una diversificación de modelos de hogar. Se asiste a una reducción del tamaño medio del hogar. Ha disminuido, en efecto, el número de familias numerosas. Han aumentado los hogares unipersonales o monoparentales; las familias se mantienen en virtud de los dos sueldos de la pareja; se incrementa la proporción de los hogares de dos personas, es decir, sobre todo, las parejas, casadas o no, sin hijos o con hijos ya educados; las parejas son más flexibles e inestables. Se aprecia la tendencia hacia la aparición de formas de vida «atípicas» o nuevas, como las uniones libres, los hogares rehechos que crean vínculos diversos a los del modelo de familia tradicional: medio hermanos o hermanas, nuevo compañero e hijos del otro cónyuge, hijos nacidos de la primera unión de cada uno de los compañeros. Son, las ya referidas, familias monoparentales en creciente aumento. De todas esas transformaciones cualitativas se infiere una intensa movilidad de los individuos y una mayor diversidad de las trayectorias vitales. Es así que las trayectorias vitales son más numerosas y diversificadas, pues a una biografía continua le sustituyen una serie de secuencias independientes unas de otras, viviendo las personas sucesivamente, cada vez en mayor proporción, en varias estructuras familiares diferentes, de manera que la inestabilidad opera ya como la regla de referencia vital. Es el distintivo de la hora presente.

Por otra parte, a medida que avanza el «mercado secundario de trabajo» se produce una dualización entre los trabajadores insertos en este segmento del mercado laboral (trabajadores precarios, con bajos salarios y malas condiciones de trabajo) y los trabajadores pertenecientes al mercado primario más protegido, con mejores salarios y en general condiciones de trabajo. Las familias con integrantes que están vinculados al mercado secundario sufren más riesgos y situaciones de vulnerabilidad (incluidos el de la pobreza y la exclusión social) y presentan nuevas necesidades de protección social. En este fenómeno interfiere la inmigración, donde una política de flujos migratorios ha podido representar en algunos países —quizás el nuestro también— un cierto remedio a los déficits del movimiento demográfico natural «interno» (envejecimiento de la población, descenso en la tasa de natalidad, etc.). Pero, más allá del factor positivo de carácter coyuntural, ya las mismas familias de inmigrantes se sitúan, en muchos casos, en el límite de las situaciones de pobreza, vinculada a la posición de debilidad de los inmigrantes en el mercado de trabajo, con la atribución de derechos sociales de la ciudadanía «debilitados».

Se avanza progresivamente hacia la generalización de la que se ha dado en llamar familia «postradicional», la cual, sin que se produzca una ruptura total respecto a la familia moderna, supone un cambio cualitativo de su fisonomía. Cuatro grandes rasgos caracterizan a esa emergente familia «pos-tradicional»: 1.º Aparece en un contexto de reestructuración acelerada de la institución, derivada de lo que los teóricos de la modernización reflexiva han denominado el proceso de destradicionalización, proceso éste que a su vez se intensifica en el marco del proceso de la globalización, la reflexividad y la individualización, características de las sociedades contemporáneas. 2.º La reorganización se traduce, esencialmente, en una pluralización y desestandarización de las formas de convivencia, expresada ante todo por el incremento los nuevos tipos de hogar, tales como los unipersonales, los monoparentales o los carentes de núcleo. 3.º La diversificación y mayor complejidad de las trayectorias vitales que enlazan los fenómenos demográficos básicos que habían venido definiendo su pulso vital, tales como el inicio de relaciones sexuales, la emancipación, el matrimonio o la procreación. Todo ello fricciona, en términos de ruptura, con las formas anteriores de familia, en las cuales dichos fenómenos, atribuido a la competencia exclusiva de la familia, seguían una secuencia cronológica preestablecida, anterior a la decisión individual. Esta familia se apoya, por último, en un lazo matrimonial más contingente y vulnerable, lo que la sitúa en una nueva situación de riesgo y oportunidad que hace de ella una institución social más inestable, incierta y vulnerable. Sin embargo, ni los procesos son lineales, ni puede establecerse un nuevo modelo de validez general en todos los países europeos. La mayor parte de los países, incluido el nuestro, presentan una dialéctica entre continuidad y cambio (BARAÑO CID, M. y DE LA PAZ, J., 1999, pág. 4). Lo cierto es que se han producido cambios demográficos (envejecimiento, descenso de las tasas de natalidad), cambios en las estructuras de las edades, con nuevos repartos de los ciclos vitales de las personas, la inestabilidad de las relaciones de pareja, y la transformación de la composición de los hogares (GARCÍA NINET, I., y RIVAS VALLEJO, P., 2002; BLÁZQUEZ AGUDO, E. M.ª, 2005, y la amplia bibliografía allí citada). Todo ello se ha de tomar en consideración para instrumentar de modo flexible los mecanismos de protección social; regulación flexible para atender a las variaciones del ciclo vital.

Por otra parte, la tasa de natalidad se ha reducido. Ello tiene que ver con factores culturales pero también con el hecho objetivo de que en muchas ocasiones las parejas encuentran graves dificultades para formar el tipo de familia que realmente quieren. Se hallan condicionados por problemas relativos a la inserción debilitada (precaria) en el mercado de trabajo y por los bajos niveles de renta. El problema de las bajas tasas de natalidad, aparte de su dimensión antropológica, es una cuestión particularmente importante en un sistema financiero de reparto, bajo en el equilibrio entre la población activa y la población pasiva.

Las políticas de Seguridad Social se han basado en una noción anticuada de la familia, presidida por el reparto tradicional de los roles entre el varón y la mujer, y además se partía de una situación de estabilidad de las familias. Esto ha cambiado de modo radical. En la idea de adecuar las políticas sociales a las nuevas estructuras familiares se sitúan una multiplicidad de medidas legislativas. Una idea-fuerza subyace: el Estado social debe proteger más intensamente a las familias —en su diversidad— y establecer una serie de medidas específicas de apoyo, que son correlativas a los servicios que la institución familiar presta a la sociedad en su conjunto. Pero en el bien entendido de que una política de familia, articulada por las políticas de Seguridad Social, comporta una revisión estructural de la situación y de los estatutos de la mujer en el Derecho Social.

La primera de ellas a destacar es la que se refiere a la conciliación entre la vida laboral y familiar. Aquí tuvo un papel relevante la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, para promover la conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras. Esta Ley es reflejo de una política de apoyo a la familia, aportando un enfoque global e integrado de la problemática de la conciliación de la vida laboral y familiar. El incremento de la participación de la mujer en el mercado de trabajo, unido al todavía desigual reparto entre hombres y mujeres de las responsabilidades domésticas y familiares (fundamentalmente, crianza y educación de niños, y atención a mayores en situación de dependencia), pone al descubierto la necesidad de continuar avanzando en la consecución de un entorno más equilibrado, en el que la organización de la vida cotidiana de millones de ciudadanos no implique una carga extra de responsabilidad para muchos de ellos, que frecuentemente se encuentran con dificultades para compatibilizar su presencia y actividad en las esferas laboral y doméstica. La conciliación de las dos vertientes, que se incorporó a la agenda pública hace algunos años, se ha convertido en un asunto prioritario en el diseño de las políticas de igualdad y empleo  (2) . La promoción de la conciliación familiar y laboral se vincula a un cambio cualitativo en las formas tradicionales de división social del trabajo, que determinaba un reparto del trabajo entre el hombre (trabajo productivo externo) y la mujer (trabajo productivo en el hogar). Esto cambia con la incorporación generalizada de la mujer en el mercado de trabajo. Ciertamente, la inserción generalizada de la mujer en el mercado laboral ha motivado uno de los cambios sociales más profundos en el pasado siglo veinte, que está llamado a tener una progresión en el presente siglo. Este hecho hace necesario configurar un sistema que contemple las nuevas relaciones sociales surgidas y un nuevo modo de cooperación y compromiso (que lo es de distribución interna de cargas familiares) entre mujeres y hombres que permita un reparto equilibrado de responsabilidades en la vida profesional y en la privada. Ello implica que para garantizar la efectividad del principio de igualdad de oportunidades para ambos sexos respecto al acceso y permanencia en el mercado laboral es preciso establecer medidas que propicien que el trabajador pueda asumir las cargas familiares y promover en lo posible el mayor compromiso del trabajador varón en las tareas familiares. Lo cual se conecta con las políticas públicas de apoyo a las familias, uno de cuyos objetivos (junto a los de compensación de cargas familiares y redistribución de las rentas y el de conseguir un satisfactorio equilibrio demográfico atendiendo al hecho de que la familia es eje del sistema de reproducción) es precisamente la conciliación de la vida laboral y familiar para atender a la familia (aparte de favorecer la incorporación en el mercado de trabajo de la mujer y el principio de igualdad entre ambos sexos). [Sobre esta problemática puede consultarse, entre la abundante bibliografía al respecto, ALMENDROS GONZÁLEZ, M. A., 2002 y 2005; FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J. J., y MARTÍNEZ BARROSO, M.ª R., 2007. En la perspectiva de la transversalidad propia de las políticas de género, consúltese MONTOYA MELGAR, A. (Dir.), 2007, especialmente, Cap. V, págs. 357 y ss.].

También es importante la incidencia de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de mayo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres. Su presupuesto político-jurídico es que resulta necesaria una acción normativa dirigida a combatir todas las manifestaciones aún subsistentes de discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo y a promover la igualdad real entre mujeres y hombres, con remoción de los obstáculos y estereotipos sociales que impiden alcanzarla. Dicha exigencia se deriva de nuestro ordenamiento constitucional e integra un genuino derecho de las mujeres, pero es a la vez un elemento de enriquecimiento de la propia sociedad española, que contribuirá al desarrollo económico y al aumento del empleo. La ordenación general de las políticas públicas, bajo la óptica del principio de igualdad y la perspectiva de género, se plasma en el establecimiento de criterios de actuación de todos los poderes públicos en los que se integra activamente, de un modo expreso y operativo, dicho principio (Exposición de Motivos). De ahí su carácter transversal, pues, en efecto, se consagra legalmente la «transversalidad» del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres (conforme al art. 15, «El principio de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres informará, con carácter transversal, la actuación de todos los Poderes Públicos. Las Administraciones públicas lo integrarán, de forma activa, en la adopción y ejecución de sus disposiciones normativas, en la definición y presupuestación de políticas públicas en todos los ámbitos y en el desarrollo del conjunto de todas sus actividades»). (Sobre el principio de igualdad en una visión general puede consultarse DWORKIN, R., 2003; MARTÍN VIDA, M. Á., 2003). Se quiere incidir con medidas jurídicas eficientes en la división tradicional del trabajo social entre hombres y las mujeres. No se trata solo de conciliar la vida personal y familiar con la vida laboral de las mujeres, se desea ir más lejos para evitar que se perpetúe el rol de asunción por la mujer de las responsabilidades familiares. Se persigue que ambos —varón y mujer— asuman de modo igualitario las responsabilidades familiares, garantizando a ambos en igualdad de oportunidades una efectiva posibilidad de conciliar la vida personal, familiar y laboral. En esta dirección de política del Derecho se sitúa la normativa internacional (así, el Convenio OIT número 156, de 1981, y la Recomendación OIT, número 165, de 1981, sobre trabajadores con responsabilidades familiares; y en el ámbito de la Unión Europea, la Directiva 96/34/CE, de 3 de junio de 1996, relativa al Acuerdo Marco sobre el Permiso Parental celebrado por los interlocutores sociales europeos, UNICE, CEEP y CES) y nuestra propia Ley 3/2007. Esa orientación realza la necesidad de corresponsabilizar en las tareas domésticas y de cuidado, sin olvidar las medidas de apoyo directo y específico al colectivo de las mujeres. El art. 44.1 de la Ley 3/2007, lo dice expresamente: «Los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral se reconocerán a los trabajadores y las trabajadoras en forma que fomenten la asunción equilibrada de las responsabilidades familiares, evitando toda discriminación basada en su ejercicio». El Informe de la OCDE sitúa el permiso parental entre las medidas favorables a la familia, junto a los servicios de guardería ofrecidos por los empresarios, los horarios de trabajo flexibles o los permisos para atender a familiares enfermos pueden contribuir a mejorar la moral de los padres y su compromiso con el trabajo. Eso puede influir igualmente de modo positivo en la productividad al permitir a los padres conciliar más fácilmente el trabajo remunerado con las responsabilidades familiares (OCDE, 2007, pág. 76).

Todo el Título IV regula el derecho al trabajo en igualdad de oportunidades, incorporando medidas para garantizar la igualdad entre mujeres y hombres en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción profesionales, y en las condiciones de trabajo. Es de realzar, en este orden de ideas, que las políticas de empleo tendrán como uno de sus objetivos fundamentales incrementar la participación de las mujeres en el mercado de trabajo y avanzar en la igualdad efectiva entre mujeres y hombres. Para ello se mejorará la empleabilidad y la permanencia en el empleo de las mujeres, potenciando su nivel formativo y su adaptabilidad a los requerimientos del mercado de trabajo» (art. 42.1). Por otra parte, los Programas de inserción laboral activa comprenderán todos los niveles educativos y edad de las mujeres, incluyendo los de Formación Profesional, Escuelas Taller y Casas de Oficios, dirigidos a personas en desempleo, se podrán destinar prioritariamente a colectivos específicos de mujeres o contemplar una determinada proporción de mujeres (art. 42.2).

Es de hacer que incorpora, además, entre los derechos laborales de los trabajadores y las trabajadoras, la protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo. Además del deber general de las empresas de respetar el principio de igualdad en el ámbito laboral, se contempla, específicamente, el deber de negociar planes de igualdad en las empresas de más de doscientos cincuenta trabajadores o trabajadoras (cfr. Cap. III, sobre «Los planes de igualdad de las empresas y otras medidas de promoción de la igualdad»). Para favorecer la incorporación de las mujeres al mercado de trabajo, se establece un objetivo de mejora del acceso y permanencia en el empleo, potenciando su nivel formativo y su adaptabilidad a los requerimientos del mercado mediante su posible consideración como grupo de población prioritario de las políticas activas de empleo (art. 42.1). Igualmente, la Ley recoge una serie de medidas sociales y laborales concretas, que quedan reguladas en las distintas disposiciones adicionales de la misma. La medida más innovadora para favorecer la conciliación de la vida personal, familiar y laboral es el permiso de paternidad de trece días de duración, ampliable en caso de parto múltiple en dos días más por cada hijo o hija a partir del segundo. Se trata de un derecho individual y exclusivo del padre, que se reconoce tanto en los supuestos de paternidad biológica como en los de adopción y acogimiento. También se introducen mejoras en el actual permiso de maternidad, ampliándolo en dos semanas para los supuestos de hijo o hija con discapacidad, pudiendo hacer uso de esta ampliación indistintamente ambos progenitores. Estas mismas mejoras se introducen igualmente para los trabajadores y trabajadoras autónomos y de otros regímenes especiales de la Seguridad Social (Exposición de Motivos).

Se refuerza el reconocimiento de los «derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral» (art. 44). Tales derechos (que son verdaderos derechos sociales) se reconocerán a los trabajadores y las trabajadoras en forma que fomenten la asunción equilibrada de las responsabilidades familiares, evitando toda discriminación basada en su ejercicio (art. 44.1). Destacan dos medidas típicas que enlazan la lógica laboral y la lógica protectora de la Seguridad Social: en primer lugar, el permiso y la prestación por maternidad se considerarán en los términos previstos en la normativa laboral y de Seguridad Social (art. 44.2). En segundo lugar, para contribuir a un reparto más equilibrado de las responsabilidades familiares, se reconoce a los padres el derecho a un permiso y una prestación por paternidad, en los términos previstos en la normativa laboral y de Seguridad Social (art. 44.3), que desde un punto de vista técnico-jurídico es un supuesto típico de suspensión del contrato de trabajo con el correspondiente derecho a las prestaciones del sistema de Seguridad Social. En realidad, existe una estrecha conexión entre las políticas de conciliación de la vida familiar y laboral, lo que permite comprender que esa relación quede explicitada en la regulación de la LOI (art. 44). Los derechos de conciliación (cuyo objetivo directo es proteger los intereses familiares) constituyen una técnica indirecta para la realización efectiva del principio de igualdad, lo que justifica su tratamiento en una norma que pretende promover la igualdad real de mujeres y hombres. En efecto, «como sexo femenino y responsabilidades familiares son factores que suelen ir unidos, pues la práctica social demuestra que el cuidado de la familia recae preferentemente sobre las mujeres, todas las medidas que permiten a los trabajadores compatibilizar su trabajo con el cuidado de sus hijos o familiares, indirectamente tienen una finalidad de promoción de la igualdad efectiva entre mujeres y hombres» [véase MONTOYA MELGAR, A. (Dir.)., 2007, págs. 357-358; TORTUERO PLAZA, J. L., 2006, pág. 35]. Se persigue una distribución más justa de las responsabilidades familiares y facilitar la compatibilidad entre el trabajo productivo externo con el cuidado del hogar y atención a la familia. Se enlaza, pues, política de igualdad y política de protección familiar, contribuyendo a que los trabajadores puedan compatibilizar el trabajo con la debida atención a las exigencias familiares, aunque en el sistema normativo de la LOI ello se realice desde la perspectiva de luchar contra la discriminación por razón de sexo, pasando, en este contexto, a un segundo plano el objetivo de la política familiar.

En términos de conjunto, las modificaciones en materia laboral comportan la introducción de algunas novedades en el ámbito de Seguridad Social, recogidas en las Disposiciones adicionales de la Ley. Entre ellas deben destacarse especialmente la flexibilización de los requisitos de cotización previa para el acceso a la prestación de maternidad, el reconocimiento de un nuevo subsidio por la misma causa para trabajadoras que no acrediten dichos requisitos o la creación de la prestación económica por paternidad (véase, señaladamente, la Disposición Adicional decimoctava, «Modificaciones de la LGSS», Exposición de Motivos). Las innovaciones introducidas son ciertamente relevantes  (3) .

— La Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de medidas en materia de Seguridad Social, apunta también a una particular atención al ciclo vital (vinculado con la familia). [Véase el excelente Comentario de MONTOYA MELGAR, A. (Dir.).: Igualdad de mujeres y hombres. Comentario a la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, Pamplona, editorial Aranzadi, 2007). Esta reforma está en parte inducida por las transformaciones de los ciclos vitales laborales (envejecimiento de la población activa, precarización de los mercados de trabajo, etc.) y familiares (cambios en las estructuras familiares y en los modos de vida). La reforma se inscribe en un proceso de concertación social (pretende —como expresamente indica la Exposición de Motivos— dar el adecuado soporte normativo a buena parte de los compromisos relativos a la acción protectora incluidos en el Acuerdo sobre Medidas en materia de Seguridad Social, suscrito el 13 de julio de 2006 por el Gobierno y las organizaciones sindicales y empresariales más representativas).

Entre las medidas de reforma de la acción protectora ocupa un lugar central:


	
1.º El tratamiento de las prestaciones por hijo a cargo en la Seguridad Social. En el Acuerdo se establece que «la mejora de las deducciones por hijo a cargo en la legislación tributaria (IRPF), de las prestaciones económicas del nivel contributivo de la Seguridad Social y de las prestaciones familiares del nivel no contributivo garantizarán un refuerzo de las políticas de apoyo a las familias con menores ingresos»  (4) . Esta previsión es importante, porque estas prestaciones de la Seguridad Social por hijo a cargo no habían merecido la debida atención en las Recomendaciones del Pacto de Toledo (en las dos versiones básicas, de 1995 y su revisión de 2003). La reforma propuesta persigue tanto el incremento de las prestaciones de la Seguridad Social como el aumento de las deducciones fiscales, actuándose sobre ambas medidas. No obstante, todavía la doble vía de protección legal es insuficiente (la protección familiar directa mediante prestaciones económicas, en cuantías y en cobertura, y la protección fiscal). Sería preciso replantear la articulación de ambas vertientes de apoyo a las familias de menos ingresos desde una perspectiva más integrada. En todo caso la senda abierta por el Acuerdo permite vislumbrar que en sucesivos Acuerdos de concertación social se podrá operar desde un enfoque más unitario e integrador  (5) . 

	
2.º La reforma de la pensión de jubilación y las medidas de edad (jubilación flexible y necesidades de funcionamiento de los procesos productivos; el fomento legislativo de la prolongación voluntaria de la vida laboral) integran un conjunto de medidas cuantitativa y cualitativamente relevantes, aunque se echa en falta una racionalización técnica (incluida una mayor depuración técnica) de toda la pensión de jubilación, atendiendo a las sucesivas reformas parciales y asistemáticas de que ha sido objeto. En relación a las medidas adoptadas en el ámbito de la acción protectora derivada de las prestaciones económicas contributivas, se reforma nuevamente la pensión de jubilación, estableciendo un período mínimo de cotización en 15 años efectivos de cotización, o su equivalente real en días/cuota. La medida ampliatoria de esfuerzo contributivo real tiene la finalidad ya explicitada de incrementar la correspondencia entre cotizaciones y prestaciones. La medida persiste en esa finalidad de endurecer los requisitos de acceso, la cual se llevará a cabo tras un período de aplicación progresiva (en cinco años)  (6) . En cierto modo se aprovecha —en estas y otras medidas que se habían recogido en el Acuerdo— la buena situación financiera actual, el Sistema para establecer en determinadas medidas períodos transitorios (o de implantación gradualista) amplios que eviten fuertes costes sociales inmediatos y su efecto disolvente de cuestionar la aceptabilidad social del proceso reformista. En el Derecho vigente el período de cotización mínimo para acceder a la pensión de jubilación es de 15 años de cotización, pero es criterio jurisprudencial consolidado desde hace tiempo que a efectos de alcanzar el derecho se computan también los días/cuota, es decir, los días equivalentes de cotización por pagas extras que van prorrateados en las doce bases de cotización del año. El Acuerdo elimina este cómputo al exigir 15 años efectivos o su equivalente en días/cuota. Esta medida es problemática porque puede penalizar el acceso a la pensión de jubilación de determinados colectivos con excesiva rotación y carreras laborales cortas o con mayor interrupción, y por ello especialmente vulnerables en el campo laboral y de la protección laboral (contratados temporales y, en general, trabajadores precarios). De ahí el posible reproche por el efecto reductor y expulsivo de la protección dispensada por el sistema público de pensiones. Por lo que se refiere a la jubilación, y con el fin de incrementar la correlación entre cotizaciones y prestaciones, se establece en la Ley 40/2007 que, para acreditar el período mínimo de cotización actualmente exigido para acceder al derecho a la pensión, se computarán únicamente los días efectivos de cotización y no los correspondientes a las pagas extraordinarias. Con respecto a la edad de jubilación se prevé la posibilidad de aplicar coeficientes reductores en relación con nuevas categorías de trabajadores, previa realización de los correspondientes estudios de todo orden, con modificación de las cotizaciones, y sin que la edad de acceso a la jubilación pueda situarse en menos de 52 años (art. 161 bis LGSS). En cuanto a la modalidad de jubilación parcial se supedita el acceso de la misma, como regla general, al cumplimiento de 61 años de edad, a que el trabajador tenga una antigüedad de seis años en la empresa y a que acredite un período de cotización de 30 años, y ello con el fin de garantizar que esta clase de jubilación se avenga mejor a los objetivos que con ella se pretenden obtener. Se establecen, asimismo, ajustes en los porcentajes de reducción máxima y mínima de la jornada habitual de trabajo del trabajador que pasa a la jubilación parcial, así como la necesidad de que la base de cotización del trabajador relevista no podrá ser inferior al 65 por ciento de aquella por la que venía cotizando el trabajador que pasa a la jubilación parcial (art. 166 LGSS). En relación con quienes prolonguen voluntariamente su vida laboral más allá de la edad ordinaria de jubilación se establece la percepción de una cantidad a tanto alzado, cuando el pensionista tenga derecho a la pensión máxima, o de un porcentaje adicional sobre la base reguladora de la pensión, cuando no se alcance dicha cuantía máxima. Se prevén medidas de mejora de las pensiones de quienes la causaron anticipadamente como consecuencia de un despido antes del 1 de enero de 2002, así como la consideración como involuntaria de la extinción de la relación laboral cuando ésta se produzca en el marco de expedientes de regulación de empleo. Por lo que aquí más interesa se pretende avanzar en el camino ya iniciado de favorecer la prolongación voluntaria de la vida laboral más allá de la edad legal de jubilación, pero sin olvidar tampoco la necesidad de paliar las consecuencias negativas experimentadas por los trabajadores de más edad expulsados prematuramente del mercado de trabajo. Las medidas de edad, y en particular la edad de jubilación, siempre han tenido una especial centralidad en los procesos reformistas. La reforma —propuesta por el Acuerdo en la línea postulada por el Pacto de Toledo y sus revisiones posteriores— aborda medidas relativas a la Jubilación parcial, Jubilación anticipada, reducción de la edad por realización de trabajos penosos  (7) , peligrosos o tóxicos, cotización a la Seguridad Social durante la percepción del subsidio de desempleo para mayores de 52 años, y de incentivo a la prolongación voluntaria de la vida laboral. En términos generales, salvo las medidas de edad contempladas por razón del riesgo profesional significativo, se persigue en este haz de medidas heterogéneas conciliar la mejora de la protección satisfecha y la viabilidad económica del Sistema. Asimismo se pretende favorecer la prolongación del período de vida activa del trabajador a través de típicas medidas positivas de alentamiento público institucional  (8) . Además, se quiere establecer una mayor conexión entre los mecanismos de jubilación flexible y las necesidades de funcionamiento de los procesos productivos. En las jubilaciones anticipadas se toma en consideración las producidas en el marco de los procesos de reestructuración empresarial (Expedientes de regulación de empleo), indicando que «se adoptarán las medidas normativas necesarias, en orden a calificar como involuntaria la extinción de la relación laboral producida en el marco de los ERE, a los efectos de aplicación de las reglas de Seguridad Social sobre jubilación anticipada, en los términos del art. 161.3 y de la disposición transitoria 3.ª de la Ley General de la Seguridad Social». Ello otorgaría una protección adecuada y mayor seguridad a la posición jurídica de los trabajadores afectados. 

Respecto a la reducción de la edad de jubilación por la realización de trabajos de riesgos (penosos, peligrosos o tóxicos), con el límite de los 52 años, se afronta un problema realmente existente; a saber: son muchos los colectivos de trabajadores que han demandado reducir la edad de jubilación por realizar ese tipo de trabajos (v. gr., trabajadores de la construcción, bomberos, transportistas por carretera, etc.). Dos observaciones sobre ello. Por un lado, se acuerda, como premisa lógica, delimitar los colectivos destinatarios, y, por otro, señalar que la medida de reducción de la edad tiene carácter subsidiario, pues solo cuando no sea factible modificar las condiciones de trabajo (vía ordinaria para resolver estas situaciones), entonces se establecerán los correspondientes coeficientes correctores. Los compromisos contraídos en el Acuerdo cristalizan en el nuevo art. 161 bis, relativo a la jubilación anticipada  (9) . 

La política de incentivación de la prolongación voluntaria de la vida laboral es una medida de edad que atiende a neutralizar un fenómeno complejo representado por el previsible desequilibrio entre trabajadores activos (y cotizantes) y «pasivos» (perceptores de prestaciones públicas), atendiendo a las variables demográficas (aumento de la esperanza de vida de la población y un bajo índice de natalidad) y a la opción político-organizativa (razonable, por lo que tiene de solidaria y eficiente) de nuestro Sistema de Seguridad Social por un modelo de financiación de reparto. Se utiliza una política de incentivos económicos (técnica propia del Derecho promocional o de fomento). En todo caso, la pensión de jubilación a partir de los 66 años deberá ser superior a la que correspondería a los 65 años. Por lo demás, la modificación que incorpora el Acuerdo hace posible que a través del complemento a tanto alzado más la pensión pueda llegar hasta el tope máximo de cotización (34.772,4 euros en cuantía anual). Constituye, igualmente, un incentivo para que a los trabajadores con rentas altas les sea más atractivo cotizar por las bases máximas de cotización. La desincentivación de la edad de jubilación anticipada sobre la edad legal es un objetivo comúnmente aceptado en las instituciones internacionales, siendo preferente en el Pacto de Toledo. Se apuesta por avanzar en el objetivo de que la edad real de jubilación se aproxime a la edad legal y evitar cualquier tipo de discriminación por razón de edad que comporte una expulsión prematura del mercado de trabajo (en la mayor parte de los casos «seudovoluntaria» o muy forzada). El respecto a la edad ordinaria de jubilación contribuye a salvaguardar el sistema de pensiones ante el dilema planteado por el aumento del gasto derivado del progresivo envejecimiento de la población y, por el momento, el reducido índice de natalidad (especialmente preocupante en nuestro país). Se opera también una reordenación de la combinación (figuras coligadas) entre la jubilación parcial y el contrato de relevo, ante el riesgo de un desbordamiento del gasto social (a destacar que para acceder a la jubilación parcial será precisa la acreditación, por parte del «trabajador relevado», de un período de antigüedad mínima en la empresa de seis años, período que será exigido paulatinamente). El Pacto de Toledo, ya desde su formulación originaria, consideró que sería muy aconsejable, en términos financieros y sociales, facilitar la prolongación voluntaria de la vida activa de quienes libremente lo deseen  (10) . 



	
3.º La reforma de las pensiones de viudedad y orfandad. Su relativo Aplazamiento y significación político-jurídica del mismo. La idea-fuerza del Acuerdo era llevar a cabo una reforma en profundidad de las pensiones de viudedad y orfandad. El tratamiento de la Pensión de viudedad presenta modificaciones cualitativas y de envergadura, dirigidas, en lo principal, a delimitar su función protectora específica (vinculándola con la dependencia real de rentas) y a adecuar la acción protectora dispensada a las nuevas realidades sociales de las uniones de pareja estable. Comenzando con la misma declaración de principios, en el sentido de que «la pensión de viudedad debe recuperar su carácter de renta de sustitución y reservarse para aquellas situaciones en las que el causahabiente contribuía efectivamente al sostenimiento de los familiares supérstites: matrimonios o parejas de hecho, siempre que tuviesen hijos en común con derecho a la pensión de orfandad y/o existiese dependencia económica del sobreviviente respecto del causante de la pensión; o personas divorciadas perceptoras de las pensiones previstas en el Código Civil». Se desea realzar que la finalidad de la pensión de viudedad es reparar la minoración de ingresos como consecuencia del fallecimiento de un miembro de la familia, atendiendo a que el mismo perjuicio lo tiene una familia matrimonial como una familia de hecho. El derecho a la pensión de viudedad no es un derecho subjetivo incondicionado o indiferenciado respecto a la situación de dependencia de ingresos. El conjunto de medidas previstas es globalmente coherente con ese criterio. Sin embargo, como se constata en el Pacto de Toledo en su versión actualizadora de octubre de 2003 (a través de la correspondiente renovación parlamentaria) y en el propio Acuerdo Político-Social, es precisa una reformulación integral y completa de la pensión de viudedad. Es necesario tomar en consideración el hecho de que la incorporación significativa de la mujer al mercado de trabajo ha contribuido a que se opere un cambio cualitativo en las relaciones de dependencia económica que las mujeres venían manteniendo respecto a los varones. Es esa transformación radical la que ha motivado que no sean pocos los países europeos que estén reconsiderando la naturaleza y objetivos de las pensiones de viudedad. En tal sentido las críticas al modelo legal vigente se han centrado en su carácter indiferenciadamente vitalicio y la compatibilidad con el trabajo y con otras pensiones de la Seguridad Social. Por otro lado, se confiere protección pública del mismo modo al/la viudo/a con independencia de que trabaje o no, sea anciana o joven, discapacitada o no, tenga varios hijos o ninguno. Ello puede desvirtuar la lógica interna de la pensión de viudedad; puede, además, entrañar un despilfarro de recursos en prestaciones para quien lo necesite, e incluso, paradójicamente, puede suponer una insuficiente protección de las personas que se hallan en auténticos estados de necesidad merecedoras de protección pública. La reforma acometida en la rama de acción protectora relativa a la muerte y supervivencia ha sido más modesta y desde luego insuficiente para dar cumplimiento a las previsiones del Acuerdo y las aspiraciones para la satisfacción de las necesidades sociales concernidas. Se modifican, no obstante, los artículos 171, 173, 174, 174 bis («Prestación temporal de viudedad») y 175.1, 177 y 179 LGSS (Texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio). Hasta tal punto es así que la reforma estructural necesaria y de mayor calado, esto es, la reforma integral de la pensión de viudedad, se emplaza para un momento ulterior. En efecto, según la disposición adicional vigésima quinta, «el Gobierno, siguiendo las recomendaciones del Pacto de Toledo, elaborará un estudio que aborde la reforma integral de la pensión de viudedad»  (11) . A pesar de todo, en la rama de supervivencia  (12) , las mayores novedades conciernen a la pensión de viudedad y, dentro de ésta, a su otorgamiento en los supuestos de parejas de hecho que, además de los requisitos actualmente establecidos para las situaciones de matrimonio, acrediten una convivencia estable y notoria durante al menos cinco años, así como dependencia económica del conviviente sobreviviente en un porcentaje variable en función de la existencia o no de hijos comunes con derecho a pensión de orfandad. También se introducen modificaciones en las condiciones de acceso a la pensión de viudedad en caso de matrimonio. En los supuestos excepcionales en los que el fallecimiento del causante esté ocasionado por una enfermedad común y no existan hijos comunes, se exige un período reducido de convivencia matrimonial y, de no acreditarse el mismo, se concederá una prestación temporal de viudedad. El acceso a la pensión de viudedad de las personas separadas judicialmente o divorciadas queda condicionado a la extinción por el fallecimiento del causante de la pensión compensatoria a que se refiere el art. 97 del Código civil. Si, mediando divorcio, existiera concurrencia de beneficiarios con derecho a pensión, se garantiza el 40 por ciento de la base reguladora a favor del cónyuge sobreviviente o de quien, sin ser cónyuge, conviviera con el causante y cumpliera los requisitos establecidos. Asimismo, se prevé la posibilidad de que la suma de las pensiones de orfandad y de viudedad pueda rebasar el importe de la base reguladora del causante cuando el porcentaje aplicable para el cálculo de la pensión de viudedad sea del 70 por ciento, con el fin de que la aplicación de este último no vaya en detrimento de la cuantía de las pensiones de orfandad (art. 174 LGSS). Finalmente, la equiparación de las parejas de hecho a las matrimoniales lleva a extender el tratamiento seguido para la viudedad, también con respecto al auxilio por defunción y a las indemnizaciones a tanto alzado en caso de muerte derivada de accidente de trabajo o enfermedad profesional. La ausencia de una regulación jurídica de carácter general respecto a las parejas de hecho hace imprescindible delimitar, si bien exclusivamente a efectos de la acción protectora de la Seguridad Social, los perfiles identificativos de dicha situación, intentando con ello una aproximación, en la medida de lo posible, a la institución matrimonial. No obstante, habida cuenta de la imposibilidad de conseguir la plena equiparación entre las parejas matrimoniales y las de hecho, se hace inviable la plena igualación en el régimen jurídico de las prestaciones de viudedad. La evolución de las estructuras familiares hará inevitable al tiempo dicha equiparación. 
	
— En cuanto a la acción protectora no contributiva se produce un incremento de las pensiones mínimas. En primer lugar, «se extenderá, de forma paulatina, la garantía de los complementos a mínimos a los pensionistas de incapacidad permanente total cualificada menores de 60 años, de manera que, tras dicho proceso gradual, todos los perceptores de la pensión de incapacidad permanente total cualificada puedan percibir los complementos a mínimos, siempre que reúnan los requisitos que, legal y reglamentaria-mente, se hayan establecido». Da un paso más en la mejora de la protección, en la línea de la revalorización de 2005 que introdujo la garantía de mínimos a los pensionistas de Incapacidad Permanente Total Cualificada para los menores de 64 años y hasta los 60 años de edad. En la misma dirección de ampliación de la protección se sitúa a la referencia de que «A efectos de la percepción de los correspondientes complementos a mínimos por viudedad, para beneficiarios de 60 años, la acreditación de una discapacidad igual o superior al 65 por 100 se equiparará a la existencia de cargas familiares». Ello se traduce también en un incremento significativo de la cuantía de la pensión. 

	
— Corresponde hacer referencia aquí a la Nueva Ayuda Pública Universal a las familias. En tal sentido la Ley 35/2007, de 15 de noviembre, por la que se establece la deducción por nacimiento o adopción en el impuesto sobre la renta de las personas físicas y la prestación económica de pago único de la seguridad social por nacimiento o adopción. El objetivo de esta Ley es complementar, en el ámbito de ayudas a la familia, el conjunto de instrumentos existentes para facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral de las personas y compensar, en cierto grado, los gastos ocasionados en el hogar familiar. Tal objetivo responde a la necesidad de hacer frente a largo plazo a la tendencia existente en España de envejecimiento de la población. El art. 1 de dicha Ley dispone que la misma tiene «por objeto regular una nueva deducción fiscal en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y una nueva prestación no contributiva de la Seguridad Social por el nacimiento o la adopción de hijos». Su fundamento constitucional se encuentra en el art. 39 CE, que ordena a los poderes públicos asegurar una protección adecuada a la familia, en los ámbitos social, económico y jurídico. Este mandato es un principio programático que prefigura los fines del Estado en esta materia, situándose en la misma línea de las grandes declaraciones contenidas en los textos internacionales (Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea o la Carta Social Europea, que consideran a la familia como elemento esencial de la sociedad, teniendo derecho a una protección, en los planos jurídico, económico y social, para lograr su desarrollo. Sobre esta base constitucional, el sistema de Seguridad Social contempla prestaciones económicas por hijo o menor acogido a cargo, cuya cuantía está en función de la edad y circunstancias de los hijos y prestaciones económicas de pago único por nacimiento de tercer y sucesivos hijos y por parto múltiple. Estas prestaciones familiares se sistematizaron y unificaron con el RD 1335/2005, de 11 de noviembre, por el que se regulan las prestaciones familiares de la Seguridad Social. Por otra parte, la legislación fiscal regula igualmente determinados beneficios, en relación con las cargas familiares, como son el «mínimo familiar» que se aplica para determinar la base imponible del IRPF, así como la deducción de la maternidad a favor de madres dadas de alta en la Seguridad Social que tengan a cargo un menor de tres años. La Ley 35/2007, afronta la necesidad de complementar las prestaciones existentes e incrementar el apoyo a la familia, a la vista de las previsiones de envejecimiento de la población en España. En esta dirección de política legislativa, se persigue mejorar las condiciones de las familias en las que se producen nuevos nacimientos o adopciones estableciendo una nueva prestación por nacimiento o adopción de hijo. La prestación consiste en un pago único que tiene la finalidad de compensar en parte los gastos que ocasiona el nuevo hijo, en especial en la primera etapa de su vida y es compatible con la actual deducción por maternidad regulada en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y con las prestaciones por hijo a cargo o por nacimiento o adopción de tercer o sucesivos hijos, así como con la correspondiente prestación por parto o adopción múltiple de la Seguridad Social. La nueva prestación pública universal se configura complejamente en forma de dos modalidades de distinta naturaleza, que adquieren un carácter novedoso en el sistema español de protección social. De un lado, tiene el carácter de beneficio fiscal y minora la cuota diferencial del IRPF, para las personas que realicen una actividad por cuenta propia o ajena por la cual estén dadas de alta en la Seguridad Social en el momento del nacimiento o la adopción, o hubieran percibido en el período impositivo anterior rendimientos o ganancias de patrimonio, sujetos a retención o ingresos a cuenta, o rendimiento de actividades económicas por los que se hubieran efectuado los correspondientes pagos fraccionados, la prestación adquiere el carácter de beneficio fiscal y minora la cuota diferencial del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, pudiendo percibirse de forma anticipada. De otro, y de forma subsidiaria, el pago adquiere la naturaleza de prestación de la Seguridad Social en su modalidad no contributiva, para las personas que no tienen derecho al beneficio fiscal antes indicado por no encontrarse en la situación descrita (art. 2). 

Hay que señalar que con esta medida se viene a completar, en el ámbito de las ayudas a la familia, el conjunto de instrumentos que, a lo largo de la legislatura actual, se han ido aprobando para facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral de las personas y compensar, en cierto grado, los gastos ocasionados en el hogar familiar, entre los que convendría destacar la importante elevación de los mínimos personales y familiares en la nueva Ley del IRPF. Este tipo de medidas de apoyo a la familia requiere de una coordinación funcional e institucional con las Comunidades Autónomas. En este sentido se establece que «en el marco de las políticas familiares, el Gobierno impulsará la coordinación con las CC.AA. en la determinación de las circunstancias asociadas a las ayudas familiares y en la integración de las políticas de la Seguridad Social con las de las mismas, a fin de conseguir un mayor grado de eficacia en la consecución de los objetivos comunes, respetando en todo caso el marco competencial de las Comunidades Autónomas» (Disposición Adicional 3.ª de la Ley 35/2005). Esa coordinación deberá permitir, entre otros objetivos, que se garantice a los núcleos familiares que se sitúen en torno al umbral de la pobreza, a través de la actuación conjunta de los servicios y de las prestaciones económicas, que el nacimiento o la adopción de hijos no empeora su renta disponible y su bienestar. A tales efectos, se deberá realizar una evaluación de la situación del colectivo señalado, así como de los elementos de refuerzo necesarios en la acción pública (véase Exposición de Motivos). 

En una valoración de conjunto, se puede decir, en primer lugar, que toda medida de apoyo a la familia en la actual coyuntura es una medida que deberá ser valorada positivamente, pero, en segundo lugar, puede objetarse que debería haberse insertado esta nueva medida dentro de una política de apoyo familiar más coherente e integral. Cabría, pues, articularla con un conjunto más amplio de medidas para hacer efectiva una política de familia (política de empleo, vivienda, fiscalidad, etc.). Como señalara el Dictamen del CES, esta nueva medida de apoyo se presenta con carácter aislado, desvinculada de un marco global de apoyo a las familias que otorgue preferencia a la superación de las carencias actuales en servicios, equipamientos e infraestructuras de apoyo al cuidado de niños. Se realza el déficit en infraestructuras de apoyo a los cuidados de los menores, siendo así que garantizar la provisión, la calidad y el acceso universal a servicios constituye, en opinión del CES, la medida más útil para la consecución de los objetivos de aumentar la participación laboral de las mujeres y la conciliación de la vida laboral y familiar de las personas trabajadoras, al tiempo que contribuiría a la creación de empleo y a reforzar el componente redistributivo de las políticas sociales. Lo que se necesita implantar es una política integral de apoyo público a la familia. Por lo pronto, no hay que olvidar que en el campo de la protección social nuestro país se encuentra entre los países de la UE-25 que menor esfuerzo dedica a la función «familia e hijos». Si bien en los últimos años se ha asistido a algunos avances considerables en materia de protección social que repercuten indirectamente en el apoyo a las familias, especialmente la aprobación de la Ley 39/2006, de Promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia, es lo cierto que España continúa careciendo de una política integral en este ámbito de protección pública. Debe construirse una política estatal e integral de apoyo a las familias que aborde todas las dimensiones, situaciones y actuaciones posibles. El CES ha considerado que el Gobierno debería elaborar un Libro Blanco sobre la protección de las familias en España, realizando un diagnóstico de la situación actual y evaluando las medidas y dispositivos existentes a fin de detectar las carencias y las vías de solución, todo ello desde una perspectiva comparada  (13) . Es precisamente en este marco general en el que tendría un mejor encaje la medida propuesta por la Ley 35/2007.



	
— Enlazando con la problemática de la situación de sobrecarga de las familias y con la facilitación de la emancipación e incorporación al mercado de trabajo de los jóvenes, se encuentra el Real Decreto 1472/2007, de 2 de noviembre, por el que se regula la renta básica de emancipación de los jóvenes. Su punto de partida es que en España existe un retraso en la edad de emancipación de los jóvenes, que ocasiona múltiples consecuencias negativas, tanto sociales como económicas y personales. Precisamente una de las causas de este retraso es el incremento sostenido en los precios de la vivienda de la última década, que ha dificultado enormemente el acceso de muchos jóvenes al disfrute de una vivienda, con lo que han visto obstaculizadas sus posibilidades de emancipación. La «Renta básica de emancipación» tiene por objeto facilitar la emancipación de los jóvenes, y consiste en un conjunto de ayudas directas del Estado destinadas al apoyo económico para el pago del alquiler de la vivienda que constituye su domicilio habitual y permanente, en las condiciones y con los requisitos que se establecen legalmente (art. 1). Para acceder a estas ayudas se establecen tres requisitos básicos: tener una edad comprendida entre los 22 años cumplidos y hasta cumplir los 30, estar en condiciones de acceder a una vivienda y disponer de una fuente regular de ingresos; en todo caso, se fija un límite máximo de ingresos anuales (art. 2). En cuanto a la cuantía de la renta básica de emancipación, cabe decir que consistirá en tres tipos de ayudas instrumentalmente vinculadas, con cargo a los presupuestos del Ministerio de la Vivienda: a) Una cantidad mensual de 210 euros con el fin de facilitar el pago de los gastos relacionados con el alquiler de la vivienda habitual; b) Una cantidad única de 120 euros si se constituye aval con un avalista privado como garantía del arrendamiento; y c) Un préstamo sin intereses, de 600 euros, por una sola vez, reintegrable cuando se extinga la fianza prestada en garantía del arrendamiento, al finalizar el último de los contratos de arrendamiento sucesivamente formalizados en el plazo máximo de cuatro años desde el reconocimiento del derecho a esta ayuda, o, en todo caso, cuando se dejen de reunir los requisitos que habilitan para seguir percibiendo la ayuda de la letra a) (art. 3). Es evidente que ello supone una justificada intervención de los poderes públicos no solo para dinamizar el mercado de arrendamientos, sino fundamentalmente para favorecer la emancipación de los jóvenes liberando de la sobrecarga que pesa sobre las familias y facilitando su inserción en el mercado de trabajo. Ello supone una intervención sobre el ciclo vital de las personas en la fase inicial de la vida activa, y muestra la necesidad de coordinar y articular los distintos ámbitos de intervención pública en materia de acción social. 







3.  Cambios en la estructura del empleo (señaladamente el aumento del empleo en servicios; trabajo autónomo; trabajo precario)

La Seguridad Social y el mercado de trabajo están estrechamente ligados desde el mismo nacimiento de aquélla. Inicialmente la Seguridad Social se financia, de acuerdo con la lógica del riesgo y la técnica del seguro, por los participantes en el mercado de trabajo: trabajadores y empleadores. Paulatinamente, la Seguridad Social amplía su lógica protectora, ampliando su dominio del riesgo profesional al riesgo social, es decir, del seguro a la solidaridad. De este modo, extiende su protección más allá del empleo, a personas que carecen de situación profesional en el mercado de trabajo (mujeres casadas y madres de familia sin actividad lucrativa, inválidos de nacimiento, etc.). Dicha extensión hacia la universidad subjetiva es, no obstante, tímida y parcial. Es fácil de constar que aún subsiste el carácter profesional-contributivo de la Seguridad Social, aunque el segmento no contributivo y asistencial va ganando progresivamente terreno. En las interacciones entre el mercado de trabajo y la Seguridad siempre está el proceso de cambio; y en la coyuntura actual esos cambios se han hecho más radicales, y están relacionados con la incorporación de la mujer en el mercado de trabajo, el progreso técnico y la evolución del empleo, con el crecimiento del desempleo estructural y la precarización de empleo (que se ha «normalizado» jurídicamente). En este contexto entra en crisis el binomio formado por el pleno empleo y el crecimiento económico; lo que tiene ya una importante consecuencia en la Seguridad Social, a saber: en su origen se concibió como un sustituto de carácter excepcional a la pérdida de trabajo y de ganancia; ahora el sistema de Seguridad Social ha de implicarse más primariamente en la dinámica del mercado. De ahí que la Seguridad Social, lejos de ser un sustituto excepcional y limitado, está llamada a ser un complemento permanente y duradero del mercado de trabajo (reciclaje, renta de inserción, prejubilaciones, jubilaciones anticipadas, etc.) (Consejo de Europa, 1992, págs. 99 y ss.). La precarización es una estrategia empresarial que responde a las exigencias del mercado de trabajo, de la producción y a la búsqueda de flexibilidad en la organización del trabajo y en el empleo de la mano de obra. Es una nueva estrategia de gestión de personal orientada a la flexibilización de las legislaciones y prácticas laborales; y conlleva una fragmentación de la fuerza de trabajo con importantes implicaciones en los sistemas públicos de protección social.

Hay que tener en cuenta la nueva situación del empleo, los cambios en la conformación del empleo y la organización de los mercados de trabajo en una economía cada vez más abierta y global. El Estado del bienestar se había forjado en el marco de un sistema económico orientado hacia el pleno empleo, regulación de los mercados y el reconocimiento de los derechos sociales y el diseño de políticas de bienestar de las familias. Se creó un potente sector público, una política de apoyo al consumo sostenible y elevados índices de productividad. Aparte de ello, un núcleo central del modelo (que se dio en llamar fordista). (Véase BOYER, R., 1992; LIPIETZ, A., 1996; PIORE, M. J. y SABEL, CH. F., 1990; MONEREO PÉREZ, J. L. págs. 219 y ss.). Actualmente se constata una desestandarización del empleo y se expanden las distintas formas de precarización del trabajo y contrataciones laborales «atípicas» (trabajo temporal, trabajo a tiempo parcial, trabajo a distancia o teletrabajo, trabajadores con trabajos marginales y de corta duración, trabajadores semiautónomos, trabajadores fronterizos o desplazados, etcétera) con carreras de seguro también atípicas, no reconducibles al modelo antropológico estándar de carrera de aseguramiento profesional. De este modo las desigualdades del mercado de trabajo tienden a ser reproducidas y consolidadas (y no corregidas, como sería dable esperar) por el sistema público de protección social. El empleo «atípico» refleja que se ha producido una ruptura con las formas de empleo «estándar» tomadas como base de referencia para delimitar el modelo de articulación de las protecciones sociales. Para ese amplísimo colectivo que se encuentra en el empleo «atípico» —y tanto más se traduce, como es harto frecuente, en empleo «precario»— la inestabilidad tiene el efecto inmediato de formación de una carrera de seguro no lineal, y con él un efecto estructural de desestabilización del modelo de carrera de seguro para el que estaban pensados, construidos, los sistemas de Seguridad Social de la posguerra. Éstos tienen que responder a las nuevas exigencias de protección que imponen las formas de empleo no estándar, proporcionando a las personas la seguridad de ingresos y la atención necesaria a esta población «protegida» más heterogénea y con biografías laborales más individualizadas. Los empleados «atípicos» y los empleados «precarios» son personas móviles. Para ellas deben articularse medidas de garantías tanto laborales (partiendo de la necesidad elemental de restringir al límite las condiciones de empleo precario en sí, pero teniendo en cuenta que no siempre un empleo «atípico» constituye un empleo «precario») como de Seguridad Social. Esa exigencia de «re-invención» de nuevas fórmulas protectoras es el único medio para evitar los fallos de cobertura actual (y presumiblemente de futuro) de la Seguridad Social durante toda la trayectoria de vida de las personas. Es el único camino, hay que destacarlo, para que los programas de Seguridad Social cumpla su objetivo existencial de prevenir la pobreza y de luchar con las situaciones de desigualdad excesiva e intolerable en una sociedad democrática. En la coyuntura actual de generalizada inseguridad en el empleo y con mercados de trabajo segmentados (trabajadores con empleo estable; trabajadores «móviles» sin empleo estable; trabajadores «móviles» precarios), la Seguridad Social debe ocuparse de la cobertura de los riesgos clásicos y, en consecuencia, de la protección de las nuevas situaciones de necesidad con la provisión de rentas y contribuyendo adicionalmente a las posibilidades de empleo y de reinserción laboral de las personas, cuando ello sea posible. De ahí la orientación de superar el enfoque meramente «pasivo» (reparador) hacia un enfoque más activo (activación en la gestión de lo social y del conjunto de prestaciones predispuestas para atender la tutela de los riesgos y situaciones de necesidad sociales) que confiera una mayor centralidad a la reinserción en el mercado laboral, a la prolongación de la vida activa, a la rehabilitación y a la formación o conversión profesional (quedando afectado el conjunto de prestaciones por desempleo, por jubilación, por incapacidad temporal o permanente, etcétera, y las nuevas técnicas de protección como, por ejemplo, las rentas mínimas de inserción o, en su caso, rentas de existencia).

Al hilo de ello se está produciendo una especie de «reconstrucción» del mundo del trabajo. Es de destacar el hecho de que uno de los ejes de la nueva estrategia de las empresas y de determinadas políticas legislativas viene siendo el de facilitar un aumento significativo, lo que se ha denominado —especialmente desde la década de 1980— la flexibilidad. La flexibilidad laboral (externa e interna) tiene muchas virtualidades, pero no cabe la menor duda de que hace posible el traslado en la posición de los trabajadores, y también en los subcontratistas y otros prestadores de servicios (muchos de ellos trabajadores autónomos, más o menos dependientes), el riesgo de la incertidumbre de los mercados.


	
— El descenso del empleo no equivale a la desaparición del trabajo, pues en la fase emergente del posfordismo, el trabajo —entendido como complejo de acciones, prestaciones, productivas— se extiende cada vez más, hasta abarcar toda la existencia social. El trabajo se desarrolla sobre todo el horizonte de la vida. El «posfordismo» está haciendo referencia a una forma de organización social situada todavía en un proceso de transición de lo que ya no es a lo que todavía no es; es decir, denota dinámicas de transformación con persistencias de elementos de lo que ha venido siendo. Esto supone que el posfordismo emergente es un término que hace referencia más a ciertas tendencias ya operantes, que a la consolidación efectiva de un paradigma nítidamente definible y acabado. Se puede constatar que estamos ante un proceso de transformación estructural que parece indicar un agotamiento del modelo industrial fordista  (14) , gestándose en su lugar una nueva conformación de las relaciones sociales de producción. Se produce la transición de una economía orientada a la producción hacia una economía de la información, del trabajo industrial al trabajo inmaterial; y se opera una transición de un régimen de plena ocupación potencial a una situación en la cual la desocupación se convierte en un fenómeno estructural. En este contexto el proceso tecnológico informático supone una reestructuración y modificación de la producción mediante un constante incremento de la flexibilidad y la subocupación. El trabajo tiende a desmaterializarse en el sentido de que se desvincula de su histórica relación con un producto determinado, transformándose, en cambio, en «performance» comunicativa, acto creativo que difícilmente puede identificarse con el objeto inmediato de la acción, momento productivo que crea una segunda naturaleza (virtual), antes que limitarse a transformar el mundo natural. Por otra parte, el trabajo desborda paulatinamente el espacio acotado de la institución cerrada, y se realza la creación de redes de acción comunicativa y de cooperación productiva entre los sujetos implicados en la organización empresarial (DE GIORGI, A., 2002, espec., Cap. 2; BOYER, R., y FREYSSENET, M., 2000, espec., Cap. 7). Las nuevas formas de organización del trabajo reflejan el carácter fluido y difuso de la situación del ciclo laboral y familiar, estrechamente vinculado a él. Las nuevas formas de la producción permiten sustraer el máximo tiempo del trabajador, logrando que el tiempo de los hombres, el tiempo de sus vidas, se transforme en tiempo de trabajo (flexible). De este modo, evocando a FOUCAULT, el tiempo del trabajador, no solo el tiempo de su día laboral, sino el de su vida entera, podrá efectivamente ser utilizado de la mejor manera posible por el sistema productivo. Es así que se establecen mecanismos por los cuales todo el tiempo de la existencia humana es puesto a disposición de un mercado de trabajo y de las exigencias del trabajo (FOUCAULT, M., 1984, espec., págs. 123 y ss.). Al mismo tiempo esas nuevas formas de trabajo y organización de la producción exigen o requieren de nuevas formas de gobernabilidad  (15) ; de cuya actualización se ocupará la ciencia del gobierno de las poblaciones laborales, renovando los instrumentos técnicos e institucionales de control y regulación social. La ciencia del gobierno se apropia de la racionalidad instrumental (e incluso en unas de sus versiones particulares, la «racionalidad gerencialista», la cual asume los criterios de economicidad de los recursos, de monetización de los riesgos y de eficacia del binomio coste-beneficio) optimizando los dispositivos de regulación, control y vigilancia de la población, haciendo posible una gestión productiva y «científica» de las poblaciones laborales, atendiendo a los distintos ciclos vitales tanto de laborales como familiares, y desde el nacimiento hasta la muerte, pasando por la vejez. La persona del trabajador ha de ser objeto de una regulación que permite su actividad productiva, su reproducción social en los distintos ámbitos (lugar de trabajo, familia, etc.) y estados, de manera que el estatuto jurídico-social del trabajador de ser múltiple y combinar las tutelas en el empleo con las protecciones sociales en el trabajo; es decir, superponiendo a los derechos de ciudadanía en el empleo los derechos de la ciudadanía del trabajador profesional más allá del trabajo-empleo; es decir, como derechos de la persona trabajadora. Es así, con todo, que los derechos sociales de la ciudadanía —el estatuto de ciudadanía social— deben trascender del trabajo-empleo, y girar directamente sobre la persona del trabajador en sus distintos ciclos vitales. Esta redefinición del enfoque de ordenación de las poblaciones toma nota de la persistente utilización de las «tecnologías sociales» (técnicas actuariales, de aseguramiento y prevención de los riesgos sociales) utilizadas por el Estado social «activo» (y, que por cierto, fueron ya utilizadas por el paradigma del Estado social «pasivos» en la ordenación, regulación y control de la sociedad salarial), como un modelo de regulación pública (jurídica e institucional) de la sociedad que pretende conjugar de modo eficiente el paradigma disciplinario de control sobre los sujetos con un sistema de socialización de los riesgos que se proyecta al conjunto de la sociedad. La lógica de las protecciones sociales tiende a trascender de la lógica asegurada clásica (para esa lógica aseguradora clásica, puede consultarse EWALD, F., 1986; MONEREO PÉREZ, J. L., 2007, con indicación de las nuevas técnicas de organización y gestión de las protecciones sociales) para articular nuevos mecanismos de protección más preventivos que racionalizan los dispositivos de regulación de la población. Estos dispositivos deben afrontar las nuevas inseguridades sociales. No es suficiente ahora asociar protecciones y derechos a la condición del propio trabajador (haciendo que el trabajo se vuelva el empleo, esto es, un estado dotado de un «estatuto» que comprende garantías no mercantiles); no es suficiente ahora que la inmensa mayoría de la población acceda a la ciudadanía social a partir de la consolidación del estatuto del trabajo. Con el aumento de la incertidumbre y la desestandarización del trabajo (véase BECK, U., 1998), las propias trayectorias profesionales se convierten en móviles y los trabajos inestables. La época de la igualdad de trayectorias, que garantizaba a los individuos igualmente dotados —procedentes del mismo medio social y con los mismos resultados escolares finales— el mismo tipo de carrera profesional, ya pertenece al pasado (véase FITOUSSI, J. P. y ROSANVALLON, P., 1996). De ahí la erosión de los sistemas de protección social que se había desplegado en la sociedad salarial sobre la base de condiciones de trabajo estables y un paradigma de familia estandarizada, por lo que se realza la nota de imprevisibilidad de buena parte de los nuevos riesgos. En este contexto es necesario reconfigurar las protecciones sociales, las cuales se hacen más flexibles y diversificadas, ajustándose a la especificidad de los problemas de las poblaciones y a la individualización de los riesgos y situaciones de necesidad de los sujetos protegidos (que incluye la contractualización de algunas prestaciones, como el desempleo y la renta mínima de inserción, y, más ampliamente, un haz heterogéneo de medidas de «activación» de las protecciones). Entonces se destaca la conveniencia de transferir de derechos del estatuto del empleo a la persona del trabajador, con la idea fuerza de un estado profesional de las personas, que no se define por el ejercicio de una protección profesional o de un empleo determinado, sino que engloba las diversas formas de trabajo que toda persona es capaz de cumplir durante su existencia. Aunque quizás sería mejor decir que de lo que se trata es de «completar» —enriquecer— ese estatuto del empleo con un adicional y más amplio estatuto de las personas (véase CASTEL, R., 2003; SUPIOT, A., 1999, pág. 89). Esta es en gran medida parte de la tarea fundamental del actual Derecho Flexible del Trabajo. (Para su gestación, fisonomía y morfología, puede consultarse MONEREO, J. L., 1996). 

La flexibilidad es en sí una estrategia de regulación en la organización de personas, y no solo una relativa exigencia determinada por las transformaciones del sistema productivo. Se han aducido las transformaciones del tejido productivo como causa determinante de una mayor precarización del empleo y de un incremento de la exteriorización del sistema productivo. Las distintas formas de flexibilidad externa adoptadas por las organizaciones productivas han conducido a que un importante índice de población activa se halle en situación precaria. Es un tipo de precarización que se corresponde con la naturaleza del empleo (contratación temporal o de duración determinada, trabajo interino, a tiempo parcial o variable), con la creciente inserción del trabajo asalariado en las empresas subcontratistas. (Estas empresas suelen tener menos solvencia económica, padecen más fácilmente los efectivos negativos de las fluctuaciones en la coyuntura económica, y además y en relación a ello, de modo harto frecuente mantienen una organización de personas basada en la utilización sistemática del trabajo precario; sus efectos sobre las biografías personales se pueden apreciar en la conocida obra de SENNET, R., 2005). 

En los mercados tiende a dominar el trabajo intermitente, temporal, flexibilizado conforme a las exigencias contingentes de las empresas proclives, por lo demás, a descentralizar o subcontratar fases determinadas del proceso productivo, con el efecto de una desestructuración de la fuerza de trabajo, fragmentándola en un archipiélago de figuras laborales «atípicas» que generan una pérdida de la seguridad «fordista» en el empleo, entendido como un conjunto de seguridades que arropaban al trabajador (estabilidad, titularidad de un haz de derechos sociales de ciudadanía). Las nuevas formas de empleo excluyen (o restringen severamente) de la ciudadanía social a masas crecientes de sujetos con trabajo «atípico». Un rasgo caracterizador es la dualización del empleo tanto en un plano externo (entre los distintos mercados, primario y secundario, de empleo) como interno (en el mismo interior, esto es, en el marco de un mismo ciclo productivo o de distribución, de la gran empresa o grupo de empresas). La fragmentación de los mercados de trabajo no es nueva (POLANYI, PIORE y SABEL, BOYER), pero ese proceso de diversificación de los mercados de trabajo y de las formas de empleo y contratación se ha visto acrecentado por la construcción del nuevo Derecho del empleo que instituye y formaliza varios mercados del empleo. Ello se hace acompañar de un cierto desplazamiento hacia el Estado de los costes del trabajo, es decir, se trasladaron hacia el Estado parte de los costes que antes venían siendo soportados exclusivamente por las empresas. Es el caso de la «socialización» de los costes que afectan a los trabajadores mayores o a los que se consideran menos productivos; los costes de la precarización y de las rotaciones del empleo (especialmente del trabajo temporal, que continúa teniendo una presencia muy elevada en la estructura del empleo); y los costes de las reestructuraciones de empresas (en términos de prejubilaciones  (16) , anticipación de la edad ordinaria de jubilación, jubilaciones forzosas, programas de reconversión y reciclaje profesional, etcétera). En esa lógica de «desplazamiento» y «socialización» de costes empresariales se inserta la práctica generalizada de las subvenciones del empleo de determinadas categorías (jóvenes, parados de larga duración, trabajadores no cualificados...). También es generalizada la asunción estatal de cargas de las rotaciones mediante la instrumentación de las prestaciones por desempleo. Lo mismo cabe decir de las medidas generales de exención o reducción de las cargas empresariales para trabajadores determinados (trabajadores de una cierta edad o con dificulta-des de empleo, etc.)  (17) . No es baladí destacar el pago de las prestaciones por desempleo, eje de los procesos de ajuste productivo  (18) . Por lo demás, la protección legal contra el desempleo viene incorporando (también en nuestro país) la Renta Mínima de Inserción en el Marco de la Protección por desempleo (RMI) como prestación estatal independiente a las RMI creadas en el marco de las políticas «asistenciales» de las CC.AA. Las RMI incorporadas a la protección por desempleo son cada vez más una especie de ayuda de inserción para aquellos que buscan su primer empleo estable y una prestación complementaria para los expulsados de la cobertura social del paro, tanto más numerosos cuanto que los criterios que dan acceso a la prestación de desempleo se han endurecido durante la última década dentro de las políticas de contención del gasto público social. A todo ello cabe añadir el coste asumido a través de las medidas de edad; es decir, de anticipación de la edad de jubilación; y ahora también —paradójicamente— el coste de los incentivos para prolongar la edad de jubilación (ver las recientes reformas y la que está en marcha). Se vienen asumiendo, de modo directo o indirecto, los costes de las extinciones anticipadas de edad (prejubilaciones, dispersión de búsqueda de empleo para los parados de larga duración o con dificultades de reinserción laboral), los de la formación y reciclaje profesional; se proporcionan ayudas para acompañar las reestructuraciones en distintas modalidades. El resultado en no pocos casos es que se ha creado todo un sistema institucional encaminado a subvencionar con carácter general al sector privado, de modo paralelo a la realización de estrictas políticas nacionales y comunitarias de contención del gasto público en materia social. De este modo se ha transitado peligrosamente del Estado Social al Estado de competencia económica (ver M.). Es verdad que el proceso es contradictorio (toda vez que la gobernabilidad política exige el mantenimiento de una política social coherente y la conservación de las condiciones necesarias para el buen funcionamiento de la economía), pero tampoco se puede ignorar que en no pocas ocasiones se está utilizando al Estado social bajo la lógica de una racionalidad instrumental al servicio de la economía y de las grandes organizaciones empresariales. Ello es así cuando se constata fácilmente que los costes económicos y sociales de las reestructuraciones y de las grandes estrategias de las empresas recaen en gran medida sobre la comunidad política a través de su traslado al Estado. 



	
— Con todo, no cabe duda de que gran parte de esa racionalidad instrumental se ha venido gestando a través de la Seguridad Social (como política de protección social del Estado), y no solo mediante la protección legal del desempleo. Se puede decir, al respecto, que la Seguridad Social ha prestado buenos servicios a la reestructuración y a los procesos de ajuste (coyuntural y permanente) de las empresas. Estas transformaciones se han visto facilitadas por un conjunto de factores de diversa índole. En primer lugar cabe destacar el impulso estatal hacia la construcción de un Derecho flexible del Trabajo (que ha reconstituido jurídicamente los mercados laborales, en un sentido de un garantismo débil que permite una mayor mercantilización «controlada» del trabajo profesional), que en muchos casos ha podido contar con el apoyo explícito de las organizaciones profesionales (unas veces por razones defensivas, otras por razones ofensivas de realización de su propio proyecto de reforma social). Las situaciones de incertidumbre en la economía han propiciado la introducción de regulaciones más flexibles, más propias de un sentido corrector del Derecho del Trabajo clásico (Derecho garantista del Trabajo), al mismo tiempo que el temor al paro ha favorecido a la creación de una mayor disciplina de los trabajadores dispuestos a aceptar cambios regresivos o «concesivos» antes del riesgo de perder el empleo. Solo así, a través del juego combinado de esta serie de factores, se puede comprender la situación de relativa «paz social» de quienes ocupan trabajos realmente precarios y la aceptación a-crítica de los trabajadores asalariados que progresivamente son «convertidos» en trabajadores autónomos y, sin embargo, continúan dependiendo de su empresario principal y el hecho objetivo de la subordinación tan solo se encuentra formalmente disimulada por el tránsito-desplazamiento del Derecho del Trabajo por el Derecho Mercantil o Civil en las distintas formas de contratación de servicios. Es el reclamo de la flexibilidad como estrategia disciplinaria de los mercados de trabajo y aducida exigencia para garantizar la competitividad de las empresas «flexibles». Desde esa óptica el Estado tendría la tarea esencial de propiciar las condiciones para la competitividad enmarcada en una visión del mercado laboral como un «orden hobbesiano» de lucha desenfrenada por la maximización de los beneficios (POLANYI, K., 1989; SOLOW, R. M., 1992). Este enfoque unidireccional se inscribe en la más amplia transformación del Estado social clásico de la posguerra al Estado «social» de competencia económica. De ahí también la misma redefinición de los derechos sociales de la ciudadanía (derechos de desmercantilización), pues ahora se tiende a implantar más bien formas de derechos sociales «debilitados», donde los «intercambios obstruidos» —esto es, la esfera de lo mercantilizable— se ha hecho más flexible y fluida, e incluso —en algunos casos— se ha reducido al mínimo. De este modo se está dando lugar objetivamente (más allá de lo políticamente deseado) a la formación de situaciones de desigualdad que antes eran consideradas realmente intolerables en la posición de lo trabajadores y en la distribución de las rentas entre las personas, clases y grupos sociales en general (me permito remitir a mi ensayo, 1995, págs. 7 y ss.). Con todo, el propio sistema establecido —que impulsa estas medidas de flexibilización— asume riesgos importantes de desestabilización social. Basta reparar en el hecho de que en el momento presente se aprecian situaciones de «anomia» social preocupantes, ya que, por decirlo con DURKHEIM, una política de liberalización excesiva solo puede generar un tipo de solidaridad mecánica, al desestructurar los vínculos o lazos sociales imposibilitando el desarrollo de formas evolucionadas de «solidaridad orgánica» basadas en la integración social del individuo. Estas dificultades de ostentar vínculos laborales duraderos afectan, por supuesto, a la conformación equilibrada entre el ciclo de vida laboral y familia. Es una perspectiva antropológica que no puede descuidarse, y menos aún desconocerse en absoluto, en el momento de proceder a realizar reformas en las políticas laborales y de Seguridad Social. 

Bajo este prisma se pueden entender mejor las direcciones de la política de Seguridad Social en prácticamente todos los Estados miembros de la Unión Europea, encaminadas a realzar las llamadas medidas de edad y su singular centralidad en los procesos reformistas, especialmente en relación a la edad de jubilación. Destacan, en primer lugar, las medidas restrictivas de anticipación de la edad de jubilación, salvo la reducción por razones de riesgo profesional significativo (aunque disfuncionalmente continúan persistiendo las problemáticas —por incoherentes— jubilaciones forzosas a través de convenio colectivo  (19) ); y, en segundo lugar, las políticas de incentivación de la prolongación voluntaria de la vida laboral. Así, por ejemplo, la pensión de jubilación a partir de los sesenta y seis años deberá ser superior a la que corresponda a los sesenta y cinco años. La idea-fuerza que preside es que a más retraso de la edad de jubilación, más mejora su cuantía. 

En aquella lógica de instauración del Derecho flexible del Trabajo (que es la proyección en el campo jurídico-laboral del Estado «social» de competencia económica) se inserta la Comisión de las Comunidades Europeas: «Libro Verde. Modernizar el Derecho laboral para afrontar los retos del siglo XXI» (Bruselas, 22.11.2006, COM (2006) 708 final) y la Nueva Comunicación de la Comisión Europea sobre «flexiseguridad» de 27.6.2007  (20) . Estas intervenciones comunitarias no son, desde luego, ajenas a los ciclos vitales de las personas y, por otra parte, es también innegable la estrecha conexión funcional e instrumental entre las políticas de «flexiseguridad» de los mercados de trabajo y las políticas de Seguridad Social (y, en general, de protección social). En este documento se refleja la referida tendencia a pasar del Derecho del Trabajo Clásico —garantista en sentido fuerte— al Derecho flexible del Trabajo emergente de modo cada vez más patente, donde las reformas postuladas son típicamente estructurales, pues se redefinen los fines, las instituciones y las estructuras normativas de este sector de ordenamiento jurídico. Debe retenerse, así, el carácter estructural de las políticas de flexibilidad. 

En principio, parece que la Comisión europea  (21)  pretende conciliar flexibilidad y seguridad; armonización difícil en contextos de incertidumbre y de reestructuración permanente como es característica de la coyuntura actual. Los mercados de trabajo europeos deben afrontar el reto de conciliar una mayor flexibilidad con la necesidad de maximizar la seguridad para todos. La noción de «flexiseguridad» no está exenta de ambigüedad, se carece de un concepto común aplicable por igual a todos los países europeos. La idea es establecer unos parámetros comunes tras ese concepto central como base para articular políticas públicas laborales y de protección social. La idea de flexiseguridad se vincula no solo con el ciclo de vida laboral sino también con el ciclo de vida familiar y las protecciones sociales. En una perspectiva general, la idea general que preside el enfoque de la flexiseguridad es la necesidad de reconciliar, de algún modo, flexibilidad y seguridad. Sobre la base de esta idea general se ofrecen distintas alternativas de configuración: liberales y democrático-sociales. Para la primera alternativa (visión liberal de la flexiseguridad) la flexiseguridad es un mecanismo de liberalización de los mercados de trabajo, acompañado de las garantías sociales mínimas que lo hagan posible en condiciones de paz social. Por el contrario, para la segunda (visión democrático-social de la flexiseguridad) la flexiseguridad sería una alternativa a la desregulación y a la re-mercantilización de las tutelas públicas del trabajo profesional. No es fácil separar en la práctica estos dos enfoques, que suelen mezclarse de manera no siempre coherente en el discurso de la «flexiseguridad». Es un exponente de ello el Libro Verde y la Comunicación sobre «los principios comunes de la flexisegridad» de la Comisión, en los cuales se refleja esa ambivalencia y una cierta ambigüedad calculada, aunque en estos instrumentos técnicos parece predominar en ellos —en muchos aspectos— una visión más liberalizadora que garantista o democrático-social (en el Libro Verde y la Comunicación sobre flexiseguridad, como fácilmente se puede inferir de su lectura). Se tiende, en general, a formular un concepto amplio de la flexiseguridad que tenga en cuenta tanto la vida personal como la profesional, lo que supone que son muchas las políticas implicadas. De lo que se trata es de integrar la flexibilidad y la seguridad en la vida personal, porque en el curso de la vida laboral los intereses profesionales cambian a medida que lo hace el desarrollo personal y familiar (véase KLAMMER, U., 2007, págs. 117 y ss.). Ello supone que se ha de atender un modelo integrado de ciclo de vida, y, por consiguiente, considerar la flexiseguridad en las distintas etapas de la vida, en las diversas situaciones (interrupciones en la carrera profesional, permisos para cuidados, jubilación anticipada, transiciones de la vida profesional y personal, etc.). La protección de las vidas laborales inestables y discontinuas ha venido recayendo principalmente en el sistema de protección legal por desempleo y en las políticas de empleo (y, en general, de mercado de trabajo). Se debe perfeccionar la gestión y la protección eficiente de las transiciones entre distintas formas de empleo (empleo a tiempo parcial y a tiempo completo, entre formas de trabajo distintas en el marco de la cambiante división social del trabajo, etcétera), y entre empleo e inactividad «laboral» (empleo y períodos de educación, empleo y tareas domésticas, y viceversa, empleo y desempleo, y viceversa, empleo y jubilación parcial o total). Pero se debe ir más allá para compensar y proteger a las personas que presentan una carrera de seguro atípica y discontinua (o sencillamente insuficiente para causar un derecho pleno a ciertas prestaciones); esto es, aparte de las protecciones vinculadas al empleo deben implantarse técnicas protectoras dirigidas directamente a tutelar a la persona en sí a través de la garantía efectiva de la atribución de una ciudadanía social vinculada directa e inmediatamente a la condición de ciudadanos (y situaciones equivalentes) pertenecientes a la comunidad política (véase MONEREO, J. L., 1996, especialmente págs. 159 y ss., y 223 y ss.). 

Ello es importante para determinar la función dinámica de la Seguridad Social en orden a garantizar la existencia a lo largo del ciclo de vida, con las adaptaciones y reformas correspondientes, en la idea de asegurar un zócalo o núcleo común o general de protección (no solo en términos de derechos sociales reparadores, sino también de activación relativa a la reinserción laboral y a la capacitación profesional), pero también diferencias protectoras específicas y singularizadas, porque las personas requieren de diversos derechos en cada etapa de su vida, activa y pasiva. Esta es la idea-fuerza necesaria para avanzar hacia el concepto de flexiseguridad durante el ciclo de vida, teniendo en cuenta el hecho de las nuevas formas de competitividad (y las condiciones que imponen fenómenos como el de los «costes» del trabajo y la deslocalización de empresas), la libertad de las personas para elegir y la conservación revisada del modelo social europeo. Si se quiere conseguir este objetivo deben establecerse estrategias activas de control y regulación pública de los procesos de flexiseguridad, garantizando un mínimo de derechos sociales básicos en el trabajo y en los períodos de inactividad profesional. Ello exige una reforma cualitativa de los dispositivos reguladores en materia laboral y de Seguridad para que se realicen las adaptaciones necesarias y las instituciones públicas reguladoras actúen como instancias impulsoras de estos procesos sociales. En este orden de ideas, aunque con un planteamiento más restringido, la Comisión ha definido a la flexiseguridad como una estrategia integrada para potenciar, al mismo tiempo, la flexibilidad y la seguridad en el mercado de trabajo. En primer lugar, la flexibilidad remite a los avances alcanzados («transiciones») en el curso de la propia vida (del colegio al trabajo, de un empleo a otro, del desempleo o la inactividad al trabajo y del trabajo a la jubilación). En segundo lugar, la seguridad no solo hace referencia a la seguridad de conservar el propio puesto de trabajo, pues se trata de equiparar a las personas con las capacidades que les permitan progresar en su vida laboral y ayudarlas a encontrar un nuevo empleo. Se trata igualmente de ofrecer unas prestaciones de desempleo adecuadas para facilitar las transiciones e incluye, por último, oportunidades de formación para todos los trabajadores, especialmente los poco cualificados y los de más edad. 

El punto de partida de la Comisión es la utilidad bilateral de las políticas de flexiseguridad para empresas y trabajadores; ambos pueden beneficiar-se de esta estrategia, esto es, de una mejor organización del trabajo, de la movilidad ascendente resultante de la mejora de las capacidades y de las inversiones en formación, que las empresas rentabilizan y que ayudan a los trabajadores a adaptarse al cambio y aceptarlo. Desde esta perspectiva, entre los varios componentes de la flexiseguridad (disposiciones contractuales flexibles y fiables; estrategias globales de aprendizaje permanente; políticas activas del mercado laboral eficaces, etc.) se sitúan en un lugar central los propios sistemas de Seguridad Social moderna («Activa») capaces de ofrecer un apoyo a la renta adecuado, fomenten el empleo y faciliten la movilidad en el mercado laboral. Aquí se incluyen una amplia serie de medidas de protección social (prestaciones de desempleo, pensiones y atención sanitaria) que permiten a las personas conciliar el trabajo con las responsabilidades privadas y familiares, como el cuidado de hijos  (22) . 

Se advierte ya, por la misma Comisión, del riesgo de que podría surgir un mercado de dos velocidades entre los trabajadores «integrados» (insiders), con un empleo permanente y los «excluidos» (outsiders), especialmente los des-empleados, las personas desligadas del mercado de trabajo y las que cuentan con situaciones laborales precarias e informales, lo que en sí constituye un factor de inseguridad social y económica (23) . Estos últimos ocupan una «zona gris» con derechos fundamentales de los trabajadores o de «protección social» que pueden ser muy escasos, y que generan una situación de inseguridad en lo relativo a las perspectivas futuras de empleo, e incide en decisiones fundamentales en su vida privada (disponer de una vivienda, fundar una familia, etc.). En realidad, ese proceso de deconstrucción de la unidad del trabajo y la aparición de la dualización del trabajo subordinado es en gran medida una realidad en el mundo del trabajo de hoy. La Comisión Europea en su Comunicación sobre flexiseguridad apunta a la exigencia de gestionar el cambio y los nuevos riesgos sociales a través de la creación de más y mejores puestos de trabajo y la reducción de la segmentación de los mercados laborales y el número de empleos precarios, y asimismo promover la integración sostenida y la acumulación de capacidades. Hace notar, por otra parte, que la lógica subyacente al enfoque de la flexiseguridad es la necesidad de cumplir los objetivos de la Estrategia de Lisboa renovada, en particular por lo que se refiere a la mejora cuantitativa y cualitativa del empleo, y de modernizar a un tiempo los modelos sociales europeos. De ahí la necesidad de acometer acciones que incidan simultáneamente en la flexibilidad de los mercados laborales, la organización del trabajo y las relaciones laborales en su conjunto, y la seguridad, tanto en el empleo como la Seguridad Social  (24) . 

Por otra parte, se defiende la realización de políticas concertadas que busquen soluciones colectivas o a nivel de empresas, para permitir a los trabajadores integrados y los periféricos efectuar con éxito las transiciones entre las distintas situaciones laborales y ayudar a las empresas a responder de forma más flexible a las necesidades de la economía basada en la innovación y a los cambios en materia de competitividad por las reconversiones. Los sistemas de protección social han afrontado el problema de las transiciones en la vida profesional a través de una multiplicidad de técnicas protectoras (la protección legal por desempleo, señaladamente; la transferibilidad de derechos consolidados de los planes privados de pensiones profesionales, «activación» de las protecciones sociales, prestaciones económicas mínimas como última red de protección, etc.). Dichas políticas concertadas que forman parte también del «enfoque de la flexiseguridad» conforman el aprendizaje permanente que permite a los individuos mantenerse al día con respecto a las nuevas competencias solicitadas; unas políticas activas de mercado de trabajo que brinden a los desempleados y a los inactivos una nueva oportunidad en dicho mercado; y normas más flexibles en el ámbito de la seguridad social para responder a las necesidades de las personas que cambian de empleo o abandonan temporalmente el mercado de trabajo. Se constata, pues, que la flexibilidad y las transiciones laborales exigen de suyo una adaptación al cambio de las políticas y las técnicas de Seguridad Social. Aquí la adaptación exigida no es solo en términos de «acomodación» sino también de impulso e invención de nuevas formas de protección social que «faciliten» dichas políticas de flexibilidad y de transiciones laborales. Precisamente desde el punto de vista técnico, las políticas activas de empleo hacen referencia al «conjunto de programas y medidas de orientación, empleo y formación que tienen por objeto mejorar las posibilidades de acceso al empleo de los desempleados en el mercado de trabajo, por cuenta propia o ajena, y la adaptación de la formación y recalificación para el empleo de los trabajadores, así como aquellas otras destinadas a fomentar el espíritu empresarial y la economía social». Estas políticas activas se han de desarrollar teniendo en cuenta la Estrategia Europea de Empleo y se complementarán, en su caso, con la protección por desempleo regulada en el Título III de la LGSS, teniendo en cuenta que la acción protectora por desempleo a que se refiere el art. 206 LGSS comprende en sí las prestaciones por desempleo de nivel contributivo, y asistencial y las acciones que integran las políticas activas de empleo. A mayor abundamiento, las políticas activas de empleo comprenden intrínsecamente el enfoque preventivo, es decir, el tratamiento preventivo de las situaciones de paro de larga duración y la orientación de la gestión de los servicios públicos de empleo para facilitar nuevas oportunidades de incorporación al empleo a los desempleados antes de que éstos pasen a una situación de paro de larga duración. Las articulación de los servicios y políticas activas a favor de los desempleados se ordenará por los servicios públicos de empleo en un itinerario de inserción laboral individualizado, en colaboración con el demandante de empleo de acuerdo con las circunstancias profesionales y personales de éste  (25) . La OCDE ha insistido en la importancia de las políticas de mercado de trabajo y en la «activación de los parados». Su tesis de fondo es que las estrategias para «activar» a los parados con la ayuda de servicios de empleo de calidad pueden contribuir a garantizar que los perceptores de prestaciones tengan más posibilidades de encontrar trabajo. La esencia de esas estrategias institucionales de activación es «animar» (sic) a los demandantes de empleo a hacer más esfuerzos para buscar trabajo y mejorar su empleabilidad. Los servicios de empleo de calidad deben utilizar todos aquellos instrumentos necesarios para activar a los demandantes de empleo y aplicar el principio de «obligaciones mutuas»  (26) . 

Para la Comisión el modelo tradicional de relación laboral puede no ser el adecuado para todos los trabajadores con contratos estables de duración indeterminada que han de afrontar el reto de adaptar los cambios y aprovechar las oportunidades que ofrece la mundialización. Unas cláusulas y condiciones demasiado protectoras pueden desanimar a los empleadores a contratar durante los períodos de bonanza económica (sic). Otros modelos de relación contractual pueden reforzar la capacidad de las empresas para desarrollar la creatividad de su personal en su conjunto y aumentar su ventaja competitiva. Este enfoque es criticable por establecer una correlación discutible (por disolvente del garantismo jurídico-social y de las políticas de desmercantilización que le son inherentes) entre las protecciones sociales en el trabajo y el supuesto desincentivo de los empleadores para contratar. Es, éste un típico enfoque «pos-social». Se explica que el CES haya criticado esta filosofía social liberalizadora que subyace al Libro Verde de la Comisión Europea  (27) . 

Constata la Comisión que, en efecto, las reformas de las legislaciones nacionales sobre protección del empleo iniciadas desde comienzos de los años noventa se centran fundamentalmente en la relajación de las normas vigentes para aumentar la diversidad contractual, lo que acaba por incidir en la carrera profesional. El objetivo de estas reformas era aumentar la flexibilidad «en los márgenes», es decir, instaurar formas de empleo más flexibles acompañadas de una menor protección contra el despido, para facilitar el acceso de los solicitantes de un primer empleo y de los solicitantes de empleo desfavorecidos al mercado de trabajo y permitir, a los que lo desearan, disponer de un mayor número de opciones de empleo. Como consecuencia, los mercados de trabajo experimentaron una creciente segmentación. Se establece de nuevo una correlación problemática entre la flexibilización del despido y la inserción laboral de los trabajadores jóvenes. 

En realidad, su apuesta político-jurídica reside en la creación de un mercado flexible e inclusivo, partiendo del hecho de que la proliferación de distintos tipos de contratos se ha producido en ausencia de una adaptación más completa del Derecho laboral y de los convenios colectivos a la rápida evolución de la organización del trabajo y de la sociedad. Al utilizar estos contratos atípicos, las empresas buscan mantener su competitividad en una economía mundializada, evitando, entre otras cosas, el coste que acarrea el respeto de las normas relativas a la protección del empleo, los plazos de preaviso y el pago de las correspondientes cotizaciones sociales. El objetivo, al parecer, es «normalizar» el trabajo atípico, con instrumento de flexibilidad y de reducción de costes del factor trabajo. Es, sin embargo, criticable que no se pretendan reconducir las formas anómalas de trabajo atípico al tipo contractual normal que permite una incorporación más plena de los derechos sociales de ciudadanía. 

En estas coordenadas político-jurídicas el Libro Verde expresa que su objetivo principal es estimular el debate sobre la necesidad de un marco reglamentario más reactivo para reforzar la capacidad de los trabajadores de anticipar y gestionar los cambios, con independencia de su tipo de contrato (duración determinada o duración determinada atípica). 

Desde esa óptica la finalidad expresada por el propio Libro Verde es, aparentemente, modesta, porque apuesta por plantear un debate público en la UE sobre cómo modernizar el Derecho laboral para sostener (sic) el objetivo de la Estrategia de Lisboa de crecer de manera sostenible, con más y mejores empleos. La modernización del Derecho laboral, añade, es un elemento determinante para el éxito de la adaptabilidad de los trabajadores y de las empresas. Este objetivo debe buscarse a la luz de los objetivos de la Comunidad de pleno empleo, productividad laboral y cohesión social. De manera que lo que se desea es modernizar el Derecho laboral y el Derecho de la Seguridad Social. 

En este contexto no es ajeno el «enfoque de ciclo vital». Por centrar la indagación en los aspectos que aquí puedan resultar más interesantes es de destacar que se llama la atención sobre dos cuestiones relevantes, cuales son las transiciones profesionales y la creciente inseguridad jurídica del empleo. 



	
— Respecto a las transiciones profesionales, se hace notar que en la mayoría de los Estados miembros, las legislaciones laborales y de seguridad social se han diseñado para garantizar la protección de los trabajadores por cuenta ajena en empleos particulares. Quizás no basten para ayudar a los trabajadores en su transición de una situación a otra; bien en el marco de interrupciones de trabajo involuntarias (por ejemplo, despido y desempleo) o bien voluntarias (por ejemplo, permisos de formación, responsabilidades familiares, excedencias y permisos parentales). También deben resolverse los problemas de las mujeres, representados de manera desproporcionada en estas nuevas formas de trabajo y en el hecho de que todavía afrontan obstáculos para acceder plenamente a los derechos y prestaciones sociales. En ellos se manifiesta de nuevo la conexión entre la flexibilidad y movilidad del trabajo y las políticas de Seguridad Social, que no solo reciben de modo «supuestamente» pasivo las fluctuaciones del trabajo, sino que más incisivamente están llamadas a favorecerlo y darle cobertura político-institucional. La Comunicación sobre «flexiseguridad» realza el papel de los sistemas de Seguridad Social modernos que satisfacen prestaciones de desempleo adecuadas —coordinadas con las políticas activas de empleo  (28) — y aportan apoyo y seguridad en los ingresos en los períodos de transición entre puestos de trabajo. A fin de reparar los efectos negativos que los cambios de empleo pueden suponer en los ingresos se requieren sistemas que ofrezcan prestaciones de desempleo de calidad y reducir el incentivo económico que entraña aceptar un empleo. Ello se puede paliar en gran medida a través de la creación de sistemas eficientes de apoyo a la búsqueda de empleo (de ahí la relevancia estructural de los servicios públicos de empleo  (29) ) e incentivación del trabajo (desde la contractualización a través del «compromiso de actividad» hasta el apoyo institucional a la prolongación de la edad de jubilación). En esta perspectiva se estima que para que una estrategia de flexiseguridad funcione correctamente, ha de equilibrar perfectamente la garantía de la seguridad de los ingresos que dispensa el sistema de prestaciones de desempleo con una estrategia de «activación» adecuada dirigida a facilitar la transición al empleo y a impulsar el desarrollo de la carrera  (30) . La protección social debe apoyar la movilidad laboral y no inhibirla. Los sistemas de Seguridad Social se ocuparían, con carácter prioritario, de garantizar la condicionalidad de las prestaciones y de vigilar eficazmente los esfuerzos de búsqueda de empleo por los beneficiarios de prestaciones  (31) . En el inicio del período de desempleo podría ser necesario incrementar el nivel de las prestaciones dispensadas para mejorar la situación de los trabajadores en transición. Pero los sistemas de seguridad social deberán garantizar a los trabajadores temporales la posibilidad de derechos y facilitarán la transferencia de los derechos consolidados entre empresas o sectores. En tal sentido se entiende que la introducción de un sistema de asistencia social sería un medio óptimo para aumentar la movilidad de los ciudadanos y reducir su dependencia del apoyo familiar informal  (32) . Aparte de ello la política de flexiseguridad se ha de sustentar sobre el equilibrio entre los derechos y las responsabilidades de los empresarios, los trabajadores, los solicitantes de empleo y las autoridades públicas en todos los ámbitos de intervención. Es la necesidad de crear una pátina protectora del trabajador «flexible», precisamente predispuesta para continuar siéndolo y hacerla posible. Se trata de garantizar transiciones seguras y fructíferas entre empleos en caso de movilidad laboral, reestructuraciones de empresas y despidos (ofrecer seguridad durante los períodos de transición). 

Entiende que las posibilidades de acceder al mercado de trabajo, quedarse y progresar en el mismo varían considerablemente, dado que la legislación sobre protección del empleo y la reglamentación de los contratos a escala nacional inciden fuertemente en las «transiciones entre las situaciones laborales, especialmente en lo relativo a la situación de los desempleados de larga duración y de los periféricos». Esta lógica integradora de «lo laboral» y de «la protección social» se verifica más nítidamente cuando se afirma que la adopción de un enfoque del trabajo basado en el ciclo de vida puede suponer que se preste menor importancia a la protección de los empleos particulares y se otorgue mayor importancia a un marco de apoyo que garantice la seguridad del empleo, incluida una ayuda social y medidas activas de apoyo a los trabajadores durante los períodos de transición. Esto es lo que ha hecho Dinamarca al combinar una legislación de protección del empleo «más ligera» con una intensificación de las medidas activas del mercado de trabajo, una inversión considerable en la formación y unos subsidios de desempleo generosos supeditada a condiciones estrictas. 



	
— En cuanto a las situaciones de inseguridad jurídica en el empleo «flexible» se apunta que la aparición de distintas formas de trabajo atípicas difumina las fronteras entre el Derecho laboral y el Derecho mercantil. La distinción binaria tradicional entre trabajador por cuenta ajena y trabajador por cuenta propia ya no refleja fielmente la realidad económica y social del trabajo. Pueden surgir diferencias sobre la condición jurídica de una relación laboral cuando está oculta o si surgen verdaderas dificultades de ajuste entre unas nuevas modalidades de trabajo dinámicas y la relación laboral tradicional. Esta problemática de las distintas formas de trabajo autónomo en un panorama de complejidad del trabajo permite comprender y explicar las iniciativas legislativas de regulación diversificada del trabajo autónomo, proyectando esquemas de regulación iuslaboral (orientación parcialmente «laboralizadora»), pero también fomentando, en muchos casos, la figura del contrato de servicios de derecho común. Por lo pronto, es necesario observar que la noción de «trabajo económicamente dependiente» abarca situaciones que se hallan entre las nociones claramente definidas de trabajo por cuenta ajena y por cuenta propia. Son aquellos que realizan una actividad económica o profesional con autonomía, a título lucrativo y de forma habitual, personal, directa y predominante para una persona física o jurídica, denominada cliente, del que dependen económicamente por percibir de él, al menos, el 75 por ciento de sus ingresos por rendimientos de trabajo y de actividades económicas o profesionales, sin tener a su cargo trabajadores por cuenta ajena ni contratar o subcontratar parte o toda la actividad con terceros (art. 11 de la LETA). Esta categoría de trabajadores carece de contrato de trabajo, pues se sitúan como una categoría intermedia de trabajador profesional situada en la intersección, en la frontera, entre el trabajo autónomo y el trabajo por cuenta ajena. De ahí la denominación que ha tomado cuerpo para ese tertium genus en algunos países próximos en la conformación de su sistema de relaciones laborales: trabajadores «parasubordinados». No depende de la legislación laboral, dado que ocupa una «zona gris» entre el Derecho laboral y el Derecho mercantil. Aunque desde un punto de vista técnico-jurídico son trabajadores por cuenta propia, estos trabajadores dependen económicamente de un solo empresario o cliente/empleador para la obtención de sus ingresos. Este fenómeno debería diferenciarse claramente de la falsa utilización, de forma deliberada, de la calificación de trabajo por cuenta propia. Algunos Estados ya han adoptado medidas legislativas para proteger la situación jurídica de los trabajadores por cuenta propia económicamente dependientes y vulnerables. Es el caso de España con la adopción de un Estatuto de los trabajadores por cuenta propia, incluidos los trabajadores económicamente dependientes como figura intermedia entre el trabajo autónomo en el sentido más estricto y el trabajador asalariado típico. 

Se ha producido igualmente un cambio en la composición del trabajo autónomo, se ha hecho más heterogéneo en todos los sectores de actividad económica. Esa heterogeneidad exige también una diversificación de las formas de regulación que dota de estatutos protectores eficientes a los trabajadores autónomos. El Estatuto del Trabajo Autónomo tiende a dividirse en un régimen común y en diversos tratamientos especiales. En el campo de la Seguridad Social se busca una mayor homogeneización del tratamiento jurídico con la orientación hacia la forma de un único régimen general de trabajadores autónomos, que incorporaría ciertas peculiaridades para ciertas categorías de trabajadores. En parte ello se quiere resolver en el proceso de reforma con el nuevo Estatuto del Trabajador Autónomo. La misma proliferación de «Estatutos» ya es sintomática respecto al hecho de la fragmentación de las tutelas dispensadas, y a una cierta formación de «microsistemas» normativos de protección sociolaboral  (33) . 

En las dos últimas décadas se viene produciendo una evolución expansiva del trabajo autónomo, con formas distintas a las tradicionales. En ello influyen los nuevos desarrollos organizativos y la difusión de las nuevas tecnologías, la informática y las telecomunicaciones, y, en muchos casos, constituye una libre elección para personas que valoran su autodeterminación y su capacidad para no depender de nadie. En estas circunstancias se aprecia que en los últimos años han sido cada vez más importantes y numerosas en el tráfico jurídico y en la realidad social, junto a la figura de lo que podría tenerse como autónomo «clásico», titular de un establecimiento comercial, agricultor y profesionales diversos, otras figuras ciertamente tan heterogéneas como los emprendedores, personas que se encuentran en una fase inicial y de despegue de una actividad económica o profesional, los autónomos económicamente dependientes, los socios trabajadores de cooperativas y sociedades laborales o los administradores de sociedades mercantiles que poseen el control efectivo de las mismas. Las nuevas formas de organización de la producción en la economía contemporánea están determinando el surgimiento y proliferación de nuevos modos de trabajar (nuevas formas de división del trabajo social) que provocan un incremento del trabajo autónomo y, al mismo tiempo, un marco más difuso y fluido en la tradicional distinción entre el trabajo por cuenta ajena y el trabajo autónomo (trabajo semi-autónomo, autónomo dependiente, trabajo a distancia, «falsos autónomos»). Se ha podido hablar, al respecto, de crisis de la subordinación jurídica como elemento de tipificación de la relación laboral, pero también como rasgo diferenciador de la protección social pública. En todo caso, las nuevas formas de trabajo sitúan al Derecho Social del Trabajo en un proceso autorreflexivo sobre el proceso de extensión del trabajo que ha de ser objeto de regulación, y con ello el debate de las garantías protectoras que otorga el ordenamiento jurídico-social. Se plantea nuevamente si esta disciplina debe tender a ser el Derecho regulador y protector del trabajo profesional en su conjunto. 

Es lo cierto que la generalización relativa de las formas de trabajo autónomo (sin ser, desde luego, el modelo de trabajar dominante en el sistema actual de economía de mercado), en sus distintas modalidades (de lo que, significativamente, da cuenta el art. 1 de la Ley del «Estatuto del Trabajo Autónomo»)  (34) , realza actualmente la situación de necesidad generada por el trabajo autónomo. La inseguridad en el empleo y en la existencia viene siendo un rasgo caracterizador de estos trabajadores profesionales. Un problema se hace o convierte en «social» (pertenencia a lo social) cuando se convierte en una realidad generalizada, conflictiva social y políticamente relevante para el Derecho (esto es, se convierte propiamente en «cuestión social»). 

Para ellos se ha de defender un trabajo decente  (35) , que incorpore un estatuto jurídico de protección social pública igualmente decente y tendencialmente homologable con los trabajadores por cuenta ajena. El modelo normativo de protección social pública en curso actúa una extensión y mejora de los mecanismos de tutela frente a los riesgos de la existencia, y se destaca en él la articulación de las políticas de trabajo y de Seguridad Social (garantizar la seguridad contra los riesgos de la existencia) con las políticas de promoción del empleo y lucha contra la exclusión social. Se persigue, pues, no solo proteger a los trabajadores autónomos contra los riesgos de la existencia (como el desempleo), sino también el fomento del empleo autónomo a través de la realización de políticas activas. En este sentido las políticas de Seguridad Social han de responder a los retos actuales que plantea la generalización de las nuevas formas de trabajo autónomo, pero dando máxima prioridad a las políticas que aporten Seguridad Social a aquellas personas que no estén cubiertas (o no lo estén adecuadamente) por los sistemas públicos vigentes  (36) . Al tiempo es reconocer el derecho de todos los trabajadores a un nivel de vida digno en el marco de un sistema público de protección social que se articule con el desarrollo social y las formas cambiantes de la economía y de la división del trabajo social. El Estatuto Básico del Trabajador Autónomo, aprobado el 9 de julio de 2007, parece caminar en esa dirección. 

En el Estatuto del Trabajador Autónomo se asienta en un principio inspirador basado en la protección tendencialmente «individualizada», al referirse de manera poco clara a distintas situaciones específicas en que pueda encontrarse el trabajador autónomo y en particular a que el sistema de protección por cese de actividad estará «en función de sus características personales o de la naturaleza de su actividad». Este último inciso remite a la necesaria flexibilidad que debe acompañar a la regulación de esta cobertura —y que existe tradicionalmente en la protección social del trabajo autónomo— y que se relaciona con la difícil viabilidad de una regulación unitaria de todo el trabajo autónomo, que presenta una extremada variedad socioeconómica y jurídica. Téngase en cuenta que la situación de solvencia económica o de necesidad de atención frente a situaciones de necesidad no es la misma en todos los autónomos, y que el RETA encuadra colectivos tan dispares como los trabajadores por cuenta propia sin empleados a su servicio como el gran empresario con un elevado patrimonio personal. Un régimen uniforme y rígido —que no contemple tales elementos— supondría el encorsetamiento de realidades profesionales que no siempre se adaptan a un modelo antropológico unitario de trabajador por cuenta propia. El modelo Antropológico Unitario no resiste ya la confrontación con una realidad diversa, es decir, de diversidad del trabajo autónomo. En tal sentido la organización jurídica de esta protección debe combinar los elementos de flexibilidad necesarios para dar respuesta al fenómeno que pretende proteger. 

En relación a todo ello tampoco se puede desconocer la virtualidad de las políticas «Activas» de empleo encaminadas a fomentar las distintas formas de trabajo autónomo dentro de la estrategia más amplia de favor hacia la empresa y al «Espíritu de Empresa» productiva y socialmente responsable. Políticas públicas de construcción de espacios vitales para el mercado de trabajo autónomo. Este es, en lo principal, el sentido político-jurídico de la normativa de apoyo establecida en el Título V (artículos 27 a 29), relativo al «Fomento y promoción del trabajo autónomo»  (37) . La expansión del trabajo autónomo en sus diversas formas se produce en un contexto insatisfactorio de precariedad laboral. 

Desde el punto de vista del Derecho de la Seguridad Social cabe decir que ya el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia —y otros regímenes especiales de la Seguridad Social— ha venido estableciendo medidas de protección social diferenciadas, que presentan insuficiencias significativas. Desde la formulación originaria del Pacto de Toledo (1995) y su revisión (2003), y sus desarrollos normativos, la tendencia recomendada (desde la misma Recomendación Sexta del Pacto de Toledo) ha sido la reconducción simplificadora de los regímenes de Seguridad Social en dos grandes grupos: el régimen general de trabajadores asalariados y el régimen general de trabajadores autónomos (véase CAVAS MARTÍNEZ, F., y CÁMARA BOTIA, A., 2005; Asociación Española de Salud y Seguridad Social, 2007; GARCÍA, M., y MOLINA, C., 2008). La línea de tendencia es hacia una mayor aproximación y homogeneización de las técnicas y tutelas protectoras. En esa dirección de política legislativa se da un paso más —modesto todavía— en la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajador Autónomo, el cual dedica el Título IV a la «Protección social del trabajador autónomo» (artículos 23 a 26 inclusive) y la Disposición adicional cuarta («Prestación por cese de actividad»), entre otras. Ya el mismo art. 23.2 hace notar que «la protección de los trabajadores por cuenta propia o autónomos se instrumentará a través de un único régimen, que se denominará Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, sin perjuicio de que algunos colectivos específicos de trabajadores, en razón de su pertenencia a un determinado sector económico, estén encuadrados en otros regímenes de la Seguridad Social». 

Esa orientación homogeneizadora sería precisamente una cristalización del mismo fundamento constitucional de la Seguridad Social del derecho de los trabajadores autónomos a la Seguridad Social: «de conformidad con el art. 41 de la Constitución —dice el art. 23.1—, las personas que ejerzan una actividad profesional o económica por cuenta propia o autónoma tendrán derecho al mantenimiento de un régimen público de Seguridad Social, que les garantice la asistencia y las prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad. Las prestaciones complementarias serán libres». El Título IV establece los principios generales en materia de protección social, recogiendo las normas generales sobre afiliación, cotización y acción protectora de la Seguridad Social de los trabajadores autónomos. Es de destacar que se reconoce la posibilidad de establecer reducciones o bonificaciones en las bases de cotización o en las cuotas de trabajadores autónomos, en atención a sus circunstancias personales o a las características profesionales de la actividad ejercida. Se extiende a los trabajadores autónomos económicamente dependientes la protección por las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y se reconoce la posibilidad de jubilación anticipada para aquellos trabajadores autónomos que desarrollen una actividad tóxica, peligrosa o penosa, en las mismas condiciones previstas para el Régimen General. Se trata de medidas que, junto con las previstas en las disposiciones adicionales, tienden a favorecer la convergencia del Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos con el Régimen General. 

En el Título II se regula el régimen profesional común para todos los trabajadores autónomos y establece un catálogo de derechos y deberes, así como las normas en materia de prevención de riesgos laborales, protección de menores y las garantías económicas (Cap. II). Por otra parte, se reconoce y regula la figura del trabajador autónomo económicamente dependiente. Su regulación obedece a la necesidad de dar cobertura legal a una realidad social específica: la existencia de un colectivo de trabajadores autónomos que, no obstante su autonomía funcional, desarrollan su actividad con una fuerte y casi exclusiva dependencia económica del empresario o cliente que los contrata. La Ley 20/2007 contempla el supuesto en que este empresario es su principal cliente y de él proviene, al menos, el 75 por ciento de los ingresos del trabajador. El peso en el mercado de trabajo de este colectivo se viene incrementando en un 33 por ciento desde el año 2001. Atendiendo a esta realidad, la introducción de esta figura ha planteado la necesidad de prevenir la posible utilización indebida de dicha figura, dado que nos movemos en una frontera no siempre precisa entre la figura del autónomo clásico, el autónomo económicamente dependiente y el trabajador por cuenta ajena. Con rasgo caracterizador de que las transiciones del tipo de trabajo profesional en ejercicio no son —ni serán— infrecuentes en la práctica. La intención del legislador es eliminar esas zonas fronterizas grises entre las tres categorías. De ahí que el art. 11, al definir al trabajador autónomo económicamente dependiente sea muy restrictivo, delimitando conforme a criterios objetivos los supuestos en que la actividad se ejecuta fuera del ámbito de organización y dirección del cliente que contrata al autónomo. Se establece una regulación garantista para este tipo de trabajador autónomo, en virtud de esa situación de dependencia económica, sin perjuicio de que opere como norma general en las relaciones entre éste y su cliente el principio de autonomía de la voluntad. En este sentido, el reconocimiento de los acuerdos de interés profesional en el art. 13 no supone trasladar la negociación colectiva a este ámbito, sino simplemente reconocer la posibilidad de existencia de un acuerdo que trascienda el mero contrato individual, pero con eficacia personal limitada, pues solo vincula a los firmantes del acuerdo. La reconducción de los conflictos jurídicos a la Jurisdicción Social (art. 17) se fundamenta en el hecho de que la configuración jurídica del trabajador autónomo económicamente dependiente se ha diseñado teniendo en cuenta los criterios que de forma reiterada ha venido estableciendo la jurisprudencia laboral para distinguir entre el trabajo por cuenta propia y el trabajo por cuenta ajena en su variada tipología. Pero también por el hecho de que, quiérase o no, este tipo de trabajador autónomo ha sido objeto de una parcial laboralización sustancial (con la aplicación al mismo de un conjunto de garantías sociales tradicionalmente reservadas a los trabajadores por cuenta ajena). Las que se operan son modificaciones morfológicas en una relación jurídica de trabajo autónomo (esto es, prestado en condiciones de autonomía jurídica, y no de dependencia jurídica). La laboralización es incompleta en sus contenidos, por lo que se explica que no estemos ante una relación jurídico-laboral en sentido técnico-jurídico: el trabajador autónomo dependiente no es de un contrato de trabajo «especial», sino de un contrato de servicios especial de carácter civil o mercantil (o, inusualmente, mercantil). E incluso para los trabajadores autónomos dependientes (definidos en el ex art. 11.1 LETAU), que en atención a su condición de contratante más débil reciben un régimen especial dentro de la misma LETAL (Cap. III del Título II), no puede afirmarse desde el punto de vista técnico-jurídico que se trata de una relación jurídico-laboral especial. El art. 3.3 LETAU reitera la exclusión del trabajo autónomo del Derecho del Trabajo, salvo inclusión legal constitutiva. No se ha derogado la disposición final 1.ª de la LET  (38) . De la «dependencia económica» no supone necesariamente «dependencia técnico-jurídica» en el sentido del art. 1.1 de la LET, si concurre en el TRAUDe la nota de subordinación jurídica (esto es, esa situación de sometimiento jurídico caracterizada por el hecho de que el trabajador se encuentre, efectivamente, «dentro del ámbito de organización y dirección de otra personas, física o jurídica, denominada empleador o empresario», art. 1.1 LET. Cfr. Disposición final 1.ª de la LET). Aparte que, aunque sea en el plano exclusivamente jurídico-formal, que el art. 2.1, i) de la LET exige que para que una relación sea considerada especial su declaración expresa por una Ley  (39) . La «laboralización», parcial e incompleta, incide principalmente en la morfología de la relación de trabajo, no en su naturaleza jurídica: estamos ante un contrato típico y especial de servicios, prestados por cuenta propia y de modo autónomo; un contrato de servicios sujeto a una regulación especial de carácter tutelar en la LETAU; no estaremos ante un contrato de trabajo especial. En la perspectiva jurídico-material nos encontramos ante una relación de trabajo autónomo dependiente económicamente a la cual se le han atribuido con carácter constitutivo ciertas garantías sociolaborales propias del trabajo por cuenta ajena; y aún así la «laboralización» morfológica —por así decir— es incompleta y parcial, siendo llamativo —aunque en sí no concluyente, pues tenemos el ejemplo del régimen laboral especial del personal de alta dirección  (40) — el dato normativo de que siendo la LETAU la fuente primaria de regulación, la legislación supletoria no sea la legislación laboral, sino «la normativa común relativa a la contratación civil, mercantil o administrativa reguladora de la correspondiente relación jurídica del trabajador autónomo» (art. 3.1.b LETAU). De manera que en lo no previsto por la LETAU para el TRAUDE no se podrá acudir como legislación directamente supletoria a la legislación laboral, más allá del dato adjetivo e instrumental de que el orden social de la jurisdicción sea el competente para conocer las pretensiones derivadas del contrato celebrado entre un trabajador autónomo económicamente dependiente y su cliente (art. 17 LETAU); lo cual es, sin embargo, más relevante de lo que en principio suele afirmarse, porque más allá del carácter metafórico del Derecho procesal —que los convierte en una mera cuestión «adjetiva»—, el Derecho procesal laboral se atiene a un conjunto de principios operativos construidos respecto a instituciones sociolaborales específicas, cuya aplicación en tal caso será, al menos en muchas ocasiones, una cuestión problemática. Por lo demás, el propio art. 3.3 LETAU mantiene y reitera la exclusión —esencialmente «declarativa» en la lógica del art. 1.1 de la LET— de todo trabajo por cuenta propia del Derecho del Trabajo  (41) . En todo caso, los problemas que se van a plantear en la práctica van a girar en torno a la frontera difusa entre las situaciones jurídicamente diferentes de «dependencia económica» (ex art. 11.1 de la Ley 20/2007) y de «dependencia jurídico-organizativa» (en el sentido del art. 1.1 de la LET). Es aquí, en esa situación, donde se pueden producir «zonas fronterizas grises» y donde habrá que tener sumo cuidado en la prevención e identificación del «falso autónomo» oculto tras el esquema contractual del TRAUDE utilizado disfuncional y fraudulentamente  (42) . 

De las dos opciones alternativas en liza desde el punto de vista de la política jurídica, a saber, sometimiento pleno al Derecho social del trabajo, como relación laboral especial, o sometimiento parcialmente «laboralizado» al Derecho común, se ha optado decididamente por esta última. El trabajador tan solo económicamente dependiente es, ante todo, trabajador autónomo. Desde el punto de vista de la dogmática jurídica, en el proceso de ramificación jurídica (cada vez, por cierto, más transversal y horizontal, con continuos puentes entre las distintos sectores del ordenamiento jurídico) no «pertenece» al ámbito propio y disciplinar del Derecho del Trabajo, pero sí es encuadrable (tanto desde el punto de vista técnico-jurídico como de política del Derecho) en esa nueva ramificación (todavía algo «difusa») que se ha dado en llamar «Derecho del Empleo»  (43)  (y que, por cierto, ha tenido ya una «institucionalización» en los estudios académicos como disciplina específica), vinculo a la «vieja» y «nueva» cuestión social del empleo. El proceso enlaza con un fenómeno de más amplias dimensiones, a saber: se vienen produciendo nuevos procesos de diferenciación jurídica —los cuales no vienen a sustituir sino que se yuxtaponen a los procesos tradicionales de sectorialización del ordenamiento jurídico— en torno a la regulación de determinados fenómenos sociales o al tipo de problemas relevantes para la política jurídica, sobre todo de orden económico  (44) . A todos los trabajadores autónomos la Ley 20/2007 les dota de un derecho común de la actividad profesional (Capítulo II del Título II). Este estatuto jurídico-protector supone atribuir una ciudadanía social cuyo soporte principal es el empleo autónomo, independientemente del esquema contractual de servicios utilizado. 

d) Cambios provocados por la sociedad del conocimiento (por ejemplo, la baja educación y las insuficientes habilidades cognitivas provocan un aumento de la probabilidad de caer en una situación de desempleo, precariedad —con el efecto de las excesivas rotaciones laborales, sobre todo en el trabajo temporal— y empleos con bajos salarios). Las nuevas formas de organización de la producción y el incremento de los cambios de empleo conducen a la búsqueda de una formación más polivalente y flexible, desde el inicio hasta el final del ciclo vital. Una formación previa polivalente permite garantizar la igualdad de oportunidades. Lo mismo cabe decir respecto a la necesidad de una formación permanente durante todo el período de vida laboral, especialmente teniendo en cuenta la modernización de los procesos productivos en la economía del conocimiento y la previsión de los cambios de empleo, debido al cambio de paradigma del trabajo estable al trabajo flexible. La formación continua a lo largo de toda la vida laboral permite que el trabajador ocupe empleos de calidad y evite el riesgo de caer en la precarización laboral y en la exclusión social. La progresión hacia la sociedad del conocimiento ha creado un nuevo contexto de riesgos sociales que constituye todo un reto para el sistema de Seguridad social. 





4.  Intensificación de las desigualdades de renta

Los fenómenos de dualización de los mercados, la desigualdad de oportunidades entre las personas y los mismos cambios en la estructura de las familias favorecen la existencia de grandes desigualdades entre los trabajadores y las familias. De ahí la fuerte conexión entre los mercados de trabajo y la desigualdad [véase FUJII, G., y RUESGA, S. M. (coords.), 2004].

5.  Cambios en el contrato intergeneracional

Esos cambios en el contrato intergeneracional están vinculados a la conformación de los ciclos vitales de las personas. El incremento de los riesgos afecta de modo bidireccional: los jóvenes tienen grandes dificultades para conservar un nivel de vida digno; los trabajadores mayores también presentan problemas. Los pensionistas mantienen en términos generales su nivel de vida, aunque también se extiende la idea de que muchos ancianos pueden estar en el límite de la exclusión y de la pobreza. En esta situación el conflicto intergeneracional está servido, sobre todo teniendo en cuenta la lógica interna del sistema de reparto (basada en el principio de solidaridad). Se hace necesario establecer un equilibrio entre la protección de los trabajadores en activo y los trabajadores pasivos. Si no existe ese equilibrio virtuoso será muy difícil que el sistema pueda mantenerse en términos satisfactorios.

Todos estos cambios estructurales (derivados de factores internos y externos a los sistemas nacionales) transforman la situación de partida de los sistemas públicos de determinar que hay que actuar sobre las causas para realizar los ajustes precisos y es necesario redefinir las protecciones sociales. Las políticas públicas deben orientarse hacia el pleno empleo de calidad y, en todo caso, deberá combinarse un sistema protector durante toda la vida que combine la protección a través del trabajo (estatuto protector residenciado en el trabajo) y de la misma persona en sus diversas situaciones sociales (ciudadanía social residenciada en la persona). Esta reforma es ineludible y en cierta medida se está gestando ya lentamente. Tiene que incidir en los tres pilares del sistema del bienestar «activo»: Estado, Familia y Mercado. Una reforma eficiente ha de ser integradora de estas tres instancias de provisión del bienestar. En esta perspectiva debe asumirse el carácter obsoleto de aquellas políticas residuales de familia para situarlas justamente en el centro de las políticas de protección social. Ese tipo de intervenciones tutelares se ha hecho especialmente necesario ante la desestandarización del modelo de familia y la fragilidad de los vínculos sociales. De manera que sin políticas de apoyo institucional será muy difícil que las familias puedan asumir las funciones de integración y de sostenimiento solidario de las personas que le son propias. De ahí la centralidad de la política de familias. Es un enfoque «laico» de apoyo a la familia por su papel en la cobertura de los jóvenes y también atendiendo a su función decisiva a lo largo de todo el ciclo vital de las personas (vgr., atención a los mayores y especialmente en las situaciones de dependencia). Pero, aparte de las políticas de familia, la política social tiene que articularse mediante una programada ordenación de la regulación del mercado (su domesticación al servicio de las necesidades de las personas, reconociéndoles a éstas los correspondientes derechos sociales de la ciudadanía) y de las prestaciones dispensadas por el Estado Social Activo. En el fondo todo ello pivota sobre un determinado modo de entender la instauración de un «Estado social Activo», no por vía del fortalecimiento de la condicionalidad de los dispositivos vigentes —el workfare, como sistema de incentivos al trabajo—, sino por la garantía de condiciones socioeconómicas para la generación de empleos dignos y de calidad («empleos decentes» en la terminología de la OIT).
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